	COMISIÓN DE TRANSPARENCIA
PODER JUDICIAL DE COSTA RICA

	SESIÓN ORDINARIA MES DE FEBRERO

	I.                  INFORMACION GENERAL DE LA REUNION:

	FECHA
	LUGAR
	HORA INICIO
	HORA FINAL

	22 de marzo de 2022
	Virtual, plataforma Teams
	14:00 horas
	15:45 horas

	ASISTENTES 
	
Comisión de Transparencia 
· Magistrada Patricia Solano Castro, Sala Tercera, quien preside
· Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Sala Segunda 
· Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Sala Primera. Participó hasta las  14:57 para integrarse a la sesión ordinaria de la Comisión de la Jurisdicción Civil. 
· Magistrado Jorge Araya García, Sala Constitucional
· Sr. Warner Molina, Fiscal General
· Sr. Walter Espinoza Espinoza, Director del Organismo de Investigación Judicial.
· Sra. Siria Carmona, Tribunal de la Inspección Fiscal. 
· Sr. Hugo Hernández Alfaro, Jefe de la Oficina de Control Interno
· Sra. Dinorah Álvarez Acosta, Consejo Superior
· Sra. Ana Briceño Yock. Delegada por el Jefe de la Defensa Pública Sr. Juan Carlos Murillo Pérez.  
· Sra. Nacira Valverde Bermúdez, Directora de la Dirección de Planificación. Participó hasta las 14:58 debido a que tenía que integrarse a la Comisión de Asuntos Civiles
Oficina de Cumplimiento 
· [bookmark: _Hlk98917089]Sra. Kenia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento 
· Sra. Catalina Blanco Sánchez 
· Sr. Randall Zúñiga Palacios
Invitados: 
· En esta ocasión no se contó con invitados
 

	

AGENDA:

	Artículos:

1) Aprobación del acta de la sesión ordinaria realizada el 24 de febrero de 2022.
2) Informar sobre las labores tendientes a incluir el tema de Conflicto de Interés en el Curso de Pre Jubilados. Se ha establecido contacto con la señora Cheryl Bolaños Madrigal, Jefa del Subproceso de Gestión de la Capacitación del Poder Judicial. Se ha agendado una sesión de trabajo para el miércoles 30 de marzo de 2022 a las 13: 30 horas.   
3) Informar que, con instrucciones de M.S.c. Kenia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento del Poder Judicial, el pasado 7 de marzo de 2022, se remitieron los oficio N° 048-OC-2022 y Oficio 588-DTI-2022 a la Defensoría de los Habitantes; en solicitud de revisión y reconsideración del resultado obtenido por el Poder Judicial en el Índice de Transparencia del Sector Público 2021.
4) Informar a los integrantes de la Comisión que la Oficina de Cumplimiento que, mediante el oficio N°49-OC-2022, del 9 de marzo de 2022, ha establecido comunicación con la señora Rebeca Guardia Morales,  Directora de la Escuela Judicial, tendiente a desarrollar un programa para la  sistematización de las consultas abordadas por la Oficina de Cumplimiento, con las especificaciones del caso. Adicionalmente el desarrollo de una guía práctica para la gestión de los conflictos de interés, así como el Reglamento de Conflictos de Intereses, anotado y concordado. 
5)   Designar a un integrante de la Comisión de Transparencia para que pueda participar en los conversatorios denominados: Construcción de Política Institucional de Teletrabajo. Únicamente se cuenta con un espacio y  la modalidad es virtual  y existe posibilidad de integrarse en las siguientes fechas: Grupo 1: 24 y 25 de marzo de 2022 de 8:30 a 12:00 md, • Grupo 2: 31 de marzo y 1 de abril de 2022 de 8:30 a 12:00 md,  Grupo 3: 7 y 8 de abril de 2022 de 8:30 a 12:00 md.  Adjunto el oficio con invitación. 
6) Solicitar al Consejo Superior que analice nuevamente el tema del régimen de prohibiciones del personal del Poder Judicial, de acuerdo al Estatuto del Servicio Judicial, concretamente el artículo 18 bis. Lo anterior con el fin de promover su cumplimiento en resguardo del servicio público y la satisfacción del interés general.  

	DOCUMENTOS:
	· Minuta de la sesión ordinaria del mes de febrero de 2022.
· Oficios N° 048-OC-2022 y Oficio 588-DTI-2022 remitidos a la Defensoría de los Habitantes.
· Oficio N°49-OC-2022, remitido a la señora Rebeca Guardia Morales, Directora de la Escuela Judicial.
· Oficio 067-CPIT-2022 en el que se invita a un integrante de la Comisión a integrarse a los conversatorios relacionados con la creación de la política institucional de teletrabajo. 
   

	· DISCUSIÓN:
	I.	Aprobación del acta de la sesión ordinaria realizada el 24 de febrero de 2022.




Documento fue remitido adjunto a la agenda de la reunión. 

Acuerdo: Se aprueba el acta de la sesión ordinaria realizada el 24 de febrero de 2022. Acuerdo unánime y declarado firme.
II. Informar sobre las labores tendientes a incluir el tema de Conflicto de Interés en el Curso de Pre Jubilados. Se ha establecido contacto con la señora Cheryl Bolaños Madrigal, Jefa del Subproceso de Gestión de la Capacitación del Poder Judicial. Se ha agendado una sesión de trabajo para el miércoles 30 de marzo de 2022 a las 13: 30 horas. 
Sra. Kenia Alvarado:  informa que la Oficina de Cumplimiento ha recibido distintas consultas atinentes al tema de personas jubiladas y que, adicional a la mesa de trabajo para la inclusión del tema en el curso de pre jubilados, se tiene agendada una gira a la zona sur para la segunda semana de abril y se va a trabajar el tema del rol de los jubilados como usuarios del sistema, como una gestión de riesgo. 
Sr. Warner Molina: consulta sobre si se tiene focalizado el problema y que se debe atacar el tema de las ventajas que tienen los jubilados por el conocimiento que tienen del personal interno.
Sra. Kenia Alvarado: refiere que inicialmente se va a visitar Osa, Golfito y Corredores.  Que se pretende contar con la asistencia de las jefaturas principalmente, para resaltar las obligaciones de estas con miras al reglamento. Las guías prácticas se contemplan en el punto 4 de la agenda del día de hoy, ya se recibió respuesta positiva de la Escuela Judicial con la que se trabajará además un Reglamento de Conflictos de Interés, Anotado y Concordado. Adicionalmente sobre el artículo 62 del Código de Ética del Colegio de Abogados, relacionado a la prohibición que tienen los ex funcionarios judiciales   para trabajar en los mismos despachos o en los mismos casos, ya la oficina de cumplimiento ha emitido criterio. Aclara que se reciben muchas consultas relacionadas con prohibiciones, impedimentos y causales de abstención del reglamento de conflictos de interés, que se han visto en la necesidad de abarcar otras normativas, tales como las prohibiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial, del Estatuto del Servicio Judicial, del Código de Ética del Colegio de Abogados, dado que, en todos ellos subyace un problema de conflicto de interés. Se cuenta con Jurisprudencia Constitucional donde valida la aplicación del artículo 62 del Código de Ética del Colegio de Abogados. Se ha establecido contacto con el Fiscal del Colegio de Abogados. Se facilitan los criterios que, en relación con los dispuesto en el artículo 40 del Reglamento de Conflictos de Interés y el numeral 62 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho la Oficina de Cumplimiento ha emitido. Asimismo, adjunta el voto de la Sala Constitucional que declaró sin lugar la acción de inconstitucionalidad contra dicho artículo 62. 
Sra. Siria Carmona: solicita que se incluya además de los jubilados, a las personas que renuncian al cargo, y que esto se debe informar desde que salen de la institución. 
Magistrado Luis Porfirio Sánchez: indica que en la Ley Orgánica del Colegio de Abogados, es en donde se menciona la prohibición de litigar durante un año  en la oficina que se ha laborado, es recomendable  que se publique y dé capacitación relacionada al Reglamento de Conflictos de Interés. 
Magistrada Damaris Vargas Vásquez: hace alusión a que la Comisión de Ética había realizado un diagnóstico en todo el país y se determinó que la zona sur es la que muestra más conflicto y que le parece que es indispensable que se abarque la zona referida.   
Sr. Hugo Hernández Alfaro: específicamente es el artículo 62 del Código de Ética del Colegio de Abogados. Se ha sancionado colegas por no haber respetado el plazo estipulado.  Se adjunta ordinal: 
[bookmark: _Hlk98922528]CÓDIGO DE DEBERES JURÍDICOS, MORALES Y ÉTICOS DEL PROFESIONAL EN DERECHO   Artículo 62: Cuando un abogado o abogada haya cesado labores en la judicatura, o en alguna institución pública estatal o no estatal, no deberá patrocinar en asuntos que hubiese conocido en su carácter de funcionario (a). Durante el plazo de un año no podrá patrocinar asuntos que deben ser resueltos en la oficina u órgano donde laboró.
[bookmark: _Hlk98922302]Magistrada Patricia Solano: Concluye indicando que entonces, que se debe incluir a los jubilados, pre jubilados y ex servidores judiciales, en general. Que se solicite al Consejo Superior que cuando las personas comunican la decisión de renunciar que en ese acuerdo se incluya el artículo de la prohibición.  Se han dado sanciones por incumplir la normativa.  
[bookmark: _Hlk99963250]Acuerdo: se tiene por recibido el informe realizado por la Sra. Kenia Alvarado, Oficial de Cumplimiento, en cuanto al curso de pre jubilados, además que se contemple a los ex servidores judiciales y los jubilados en la capacitación.  Además, se tiene por recibido el informe en torno a las giras que se realizarán a la Zona Sur. Que se solicite al Consejo Superior que cuando haya funcionarios que renuncian al cargo se les haga la prevención en torno a la prohibición que se les presenta en el eventual ejercicio de su profesión, conforme el artículo 40 del Reglamento de Conflictos de Interés y el numeral 62 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho   Acuerdo por unanimidad y declarado en firme.
[bookmark: _Hlk99962676]III.- Informar que el pasado 7 de marzo de 2022, se remitieron los oficio N° 048-OC-2022 y Oficio 588-DTI-2022 a la Defensoría de los Habitantes; en solicitud de revisión y reconsideración del resultado obtenido por el Poder Judicial en el Índice de Transparencia del Sector Público 2021.



                        

Los antecedentes fueron remitidos anexos a la agenda de la reunión. 

Magistrada Patricia Solano explica que no se obtuvo una nota perfecta debido a un parámetro denominado “tamaño de los botones”, mismo en el cual en las evaluaciones anteriores se había siempre obtenido una nota de 100. En razón de ello, y con el oficio y el informe técnico remitidos se sometió a reconsideración ese aspecto, con el fin de que no se afecta en modo alguno la nota perfecta de la Institución en este momento. Destaca la Labor de Don Walter Espinoza que en esos indicadores obtuvo el Primer Lugar y la importante mejora del Ministerio Público.   

Acuerdo:   Los integrantes de la Comisión tienen por recibido el informe realizado en torno a la revisión y reconsideración del resultado obtenido por el Poder Judicial en el Índice de Transparencia del Sector Público 2021.  Acuerdo unánime y declarado en firme.
IV.- Informar a los integrantes de la Comisión que la Oficina de Cumplimiento que, mediante el oficio N°49-OC-2022, del 9 de marzo de 2022, ha establecido comunicación con la señora Rebeca Guardia Morales,  Directora de la Escuela Judicial, tendiente a desarrollar un programa para la  sistematización de las consultas abordadas por la Oficina de Cumplimiento, con las especificaciones del caso. Adicionalmente el desarrollo de una guía práctica para la gestión de los conflictos de interés, así como el Reglamento de Conflictos de Intereses, anotado y concordado. 

                                           
Los antecedentes fueron remitidos anexos a la agenda de la reunión.  
Sra. Kenia Alvarado: destaca que se han pedido tres productos a la Escuela Judicial: i) las guías para temas específicos; ii) Reglamento Anotado y Concordado; iii) divulgar las consultas que se han atendido desde la Oficina de Cumplimiento. Sobre este último punto se indicó que no cuentas con las herramientas necesarias por lo que se trabajará en la meta indicada de otra manera. 
Magistrada Patricia Solano: refiere que se sigue trabajando en la capacitación para poder cimentar los valores y la cultura de cumplimiento por la cual ha apostado la institución, de ahí la importancia de esta alianza. Destaca la importancia de que las personas tengas acceso a este tipo de pronunciamientos por que resultan una guía de formación. La Escuela Judicial es la vía con la que se cuenta para poder divulgar y sistematizar esta meta. 
Acuerdo: Los integrantes de la Comisión tienen por recibido el informe realizado en torno a las gestiones realizadas tendientes a lograr la sistematización de las consultas resueltas por la Oficina de Cumplimiento, así mismo  el desarrollo de una guía práctica para la gestión de los conflictos de interés y el  Reglamento de Conflictos de Intereses, anotado y concordado, en coordinación con la Escuela Judicial. Acuerdo por unanimidad y declarado en firme.
V) Designar a un integrante de la Comisión de Transparencia para que pueda participar en los conversatorios denominados: Construcción de Política Institucional de Teletrabajo. Únicamente se cuenta con un espacio y  la modalidad es virtual  y existe posibilidad de integrarse en las siguientes fechas: Grupo 1: 24 y 25 de marzo de 2022 de 8:30 a 12:00 md, • Grupo 2: 31 de marzo y 1 de abril de 2022 de 8:30 a 12:00 md,  Grupo 3: 7 y 8 de abril de 2022 de 8:30 a 12:00 md.  Adjunto el oficio con invitación. 


                                         
Los antecedentes fueron remitidos anexos a la agenda de la reunión. 
Magistrada Patricia Solano: expone la importancia de que la comisión esté representada en la labor de construcción de la política, para desarrollar sistemas de seguridad y control.
Magistrado Luis Porfirio Sánchez: dada la importancia de la labor y de prevenir problemas de corrupción propone que la persona que represente a la Comisión de Transparencia en los conversatorios referidos la Sra. Kenia Alvarado. 
Sra. Kenia Alvarado: indica que por su  labor dentro de la institución es importante formar parte de estos conversatorios.
Acuerdo: Se comisiona a la señora Kenia Alvarado para que represente a la Comisión de Transparencia y se integre a los Conversatorios sobre la Construcción de la Política Institucional de Teletrabajo.   Acuerdo por unanimidad y declarado en firme.
VI.- Solicitar al Consejo Superior que analice nuevamente el tema del régimen de prohibiciones del personal del Poder Judicial, de acuerdo al Estatuto del Servicio Judicial, concretamente el artículo 18 bis. Lo anterior con el fin de promover su cumplimiento en resguardo del servicio público y la satisfacción del interés general. 
Magistrada Patricia Solano: explica la importancia de solicitar al Consejo Superior que analice nuevamente el régimen de prohibiciones del Poder Judicial, en relación a los parentescos, conforme el artículo 18 bis del Estatuto del Servicio Judicial, mismo que, desde antes de la existencia del Reglamento de Conflictos de Interés regulaba este tema. Se han dado muchos casos en la judicatura, y a pesar que los funcionarios se encuentren en diferentes secciones al final integran el colegio de jueces y tienen una jefatura común. Lo que se pretende es que haya un reciente pronunciamiento en donde se le indique a las jefaturas que deben de hacer cumplir con la normativa atinente al tema.
Sra. Siria Carmona. Estima de alta importancia el tema, porque el problema que se presenta, se incrementa cuando esas relaciones se rompen.
[bookmark: _Hlk99965475]Sra. Kenia Alvarado:  este es un tema que genera muchas consultas a la Oficina de Cumplimiento, la cual, para poder atenderlas, se apoya en Jurisprudencia Constitucional y Administrativa, para poder fundamentar de manera equilibrada, entre el derecho a la familia, al trabajo, y las prohibiciones y restricciones que también a nivel constitucional existen. El artículo 13 del Reglamento demarca las obligaciones de Gestión Humana, para que incorpore dentro del proceso de selección y reclutamiento este tema de los conflictos de interés y para consolidar la declaración de parentesco. Informa que la oficina a su cargo, el pasado 22 de febrero solicitó al Consejo de la Judicatura y la Jefatura de Gestión Humana un informe de cumplimiento para acreditar que se han tomado las previsiones del caso para el cumplimiento y no se ha solventado de manera satisfactoria. Sería esperable que se cuente con un sistema que detecte este tipo de impedimentos. Este tema de la gestión del recurso humano, con una visión de conflictos de interés, forma parte del plan de acción de la política anticorrupción para poder, desde una óptica preventiva anticorrupción resolver los casos. El Consejo Superior ha realizado consultas en temas de parentesco, y expone siempre las circulares ya existentes del mismo órgano que establece la obligación de las jefaturas de vigilar este tema. Propone que se inste a Gestión Humana que informe sobre los parentescos existentes a nivel jurisdiccional inicialmente, para ir detectando sitios vulnerables y trabajar con las jefaturas el cumplimiento de las circulares con las que se cuenta a la fecha, y que contemplan el artículo 25 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el 18 bis del Estatuto del Servicio Judicial. Incluye el segundo oficio que se envió a la Dirección de Gestión Humana y otros donde se ha desarrollado lo establecido en la regulación, específicamente en cuanto a las obligaciones que tiene Gestión Humana, a nivel de jurisprudencia y riesgo, de ahí la importancia de las alertas de conflictos de intereses en los procesos de selección, especialmente en la judicatura, además se contiene la normativa que debe ser contemplada de manera muy amplia.  


[bookmark: _MON_1709534253]                                



                          

 
Sr. Warner Molina: estima conveniente que la información deba ser actualizada anualmente. 
Magistrado Luis Porfirio Sánchez: adiciona que el numeral 25 de la Ley Orgánica del Poder Judicial también contempla este impedimento, quizá un poco más enfocado a la judicatura, el del Estatuto es más general. El Consejo de la Judicatura o Gestión Humana debe advertir este tipo de situaciones al órgano decisor. Estima que Gestión Humana debe diseñar algún sistema para detectar relaciones de hecho o informales que deben ser de conocimiento para el tema de nombramientos. El artículo 43, 46 del Reglamento aduce que la dirección de Gestión Humana debe incluir dentro de la oferta de servicios una declaración jurada que da fe del conocimiento del reglamento. En el sistema de Gestión en línea hay una pestaña para la “actualización de datos personales”, es decir la herramienta existe, el problema es que no se usa, sería importante que esto se retome.  
Sr. Walter Espinoza: ha hecho varias consultas, y la respuesta que ha dado la Dirección Jurídica es que si no hay un tema de subordinación absoluta no hay problema en que las personas laboren en la misma oficina y ese criterio fue avalado por el Consejo Superior. 
Magistrada Patricia Solano:  estima que sería conveniente resaltar que la jefatura debe estar pendiente de este tipo de situaciones, para tomar las previsiones del caso  y que se debería analizar las bases del criterio de la dirección jurídica, visualizando el tema de conflictos de interés  y estás aristas. 
Magistrado Jorge Araya: el tema que se ha tocado es un tema complejo, principalmente por las relaciones no visibles.
Acuerdo: solicitar al Consejo Superior que analice, una vez más, el régimen de prohibiciones institucional, enfocándose en la obligación que tienen las jefaturas de vigilar el cumplimiento de los ordinales 25 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el 18 bis del Estatuto del Servicio Judicial y de los artículos 43 y 46 Reglamento de Conflictos de Interés, así mismo, que se dé difusión a las circulares existentes a la fecha.  Adicionalmente que se reitere la obligatoriedad de la actualización de datos periódica, máxime cuando se haya dado un cambio en la situación personal, que conforme la normativa referida, sea de interés para la institución. Acuerdo por unanimidad y declarado en firme.                                                  
Finaliza la actividad a las 15:  45 horas. 
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San José, 7 de marzo 2022 


Oficio N° 048-OC-2022 


 


 


 


 


Señora 


Catalina Crespo Sánchez 


Defensoría de los Habitantes  


 


 


 


 
Estimada señora, reciba un cordial saludo.  


 


 


Con instrucciones de la señora Magistrada, doña Patricia Solano Castro, 


Vicepresidenta y Coordinadora de la Comisión de Transparencia del Poder Judicial, se 


presenta solicitud de revisión y reconsideración del resultado obtenido por el Poder 


Judicial en el Índice de Transparencia del Sector Público 2021, por las razones que se 


dirán a continuación.  


El pasado 28 de febrero de 2022, durante la actividad del FORO: 


TRANSPARENCIA COMO ESTRATEGIA CONTRA LA CORRUPCIÓN DEL AÑO 2022 


por parte de la Defensoría de los Habitantes, se presentaron los resultados del Índice 


de Transparencia del Sector Público 2021, siendo necesario destacar que esta 


actividad promueve la gestión pública transparente y fortalece la institucionalidad, 


garantías que coinciden con el compromiso asumido desde este Poder de la República 


y por ende, para la institución, este proceso resulta un ejercicio valioso y al que se 


responde desde los más altos estándares para la satisfacción del interés general.  


Como parte de estos resultados se obtuvo que el Organismo de Investigación Judicial 


se ubicó en el primer lugar con una nota de 100, seguido por el Poder Judicial con 


99.77 y el tercer lugar el Ministerio Público con 98.09. A nivel institucional, ha sido 


satisfactorio obtener estos resultados, dado que los tres primeros lugares conforman 


desde el punto de vista organizacional el Poder Judicial. Por ende, representa los 


esfuerzos y políticas que la Institución ha venido generando en el tema de gestión de 


la transparencia y rendición de cuentas. 


Posterior a los resultados presentados, y como parte del proceso de mejora continua 


en la dinámica de trabajo implementada, se procedió al análisis de las evaluaciones 
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específicas de cada uno de los indicadores que comprende el Índice de Transparencia 


para el Poder Judicial, que permita visualizar aspectos a fortalecer en el sitio web 


institucional y por ende la información que se brinda al ciudadano. 


En este aspecto, se observa dentro de la evaluación general del Poder Judicial, que el 


único indicador que no se obtuvo una nota positiva fue el indicador 1.6.1.2.  Tamaño 


de los botones, con una calificación 0; en este indicador se describe o evalúa lo 


siguiente: 


 


 


Es importante señalar, que, a partir de la estructura de calificación del Índice de 


Transparencia, el peso de este indicador afectó la valoración de la subvariable 


Accesibilidad Web, igual la variable Herramientas y Condiciones, y por último la 


Dimensión de Acceso a la Información en la cual se obtuvo una nota de 99,26, siendo 


la única de las cuatro dimensiones evaluadas que no se obtuvo el 100%, como se 


muestra a continuación: 


 


 


 


La revisión en detalle de la calificación definida para el indicador 1.6.1.2., señala que 


el Poder Judicial no cuenta con un tamaño adecuado en los botones para la página de 


inicio. En este sentido, revisando el histórico de resultados del ITSP de años anteriores 


para este indicador por parte del Poder Judicial se desprende que siempre se ha 


obtenido una nota de 100. Es importante señalar, que la descripción del indicador no 


define un tamaño mínimo de los botones, solamente indica “… un tamaño adecuado 


para facilitar su uso por parte de los usuarios que no pueden controlar el ratón con 


precisión” 


1.6.1.2 Tamaño de los botones
Están disponibles los botones de la página de inicio con un tamaño adecuado para facilitar 


su uso por parte de usuarios que no pueden controlar el ratón con precisión. Si/No


Dimensiones


1 Acceso a la información


Evalúa la información y la calidad de la misma colocada en los sitios web  de las 


instituciones públicas, en cumplimiento del principio de máxima publicidad y el derecho 


constitucional y humano del acceso a la información.


99,26


2 Rendición de cuentas


Evalúa la información que las instituciones públicas colocan en sus sitios web relacionada 


con el cumplimiento de sus objetivos, competencias y responsabilidades, tanto 


institucionales  como de los funcionarios públicos que las conforman.


100,00


3 Participación ciudadana


Evalúa los espacios y los medios que el ciudadano dispone para participar en los procesos 


de planificación, control y evaluación institucional, accesibles a partir de los sitios web 


institucionales.


100,00


4
Datos abiertos de 


gobierno


Evalúa la publicación de conjuntos de datos pre-seleccionados en el sitio web de las 


instituciones públicas, de acuerdo con el cumplimiento del formato de datos abiertos 


(apertura técnica y legal), permitiendo su uso, reuso y libre distribución. 


100,00
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Desde el punto de vista técnico en la configuración de los botones de inicio como parte 


del desarrollo del sitio web del Poder Judicial, se solicitó un criterio técnico al 


subproceso de Sistemas Administrativos y la Unidad de Servicios a la Ciudadanía de 


la Dirección de Tecnología de la Información, el cual entre otros aspectos señaló: 


 


• Se revisaron las imágenes del sitio web definidas como botones, concluyendo 


que ese tipo de recursos tiene un tamaño válido, con lo cual no se perjudica al 


visitante de la página web con alguna limitación para el uso del mouse. 


• Dentro de la sección del portal web del Poder Judicial, creada para la guía del 


evaluador (https://transparencia.poder-judicial.go.cr/index.php/acceso-a-la-


informacion-pj ), se explica el uso de botones establecidos como elementos de 


tamaño adecuado para personas con limitaciones de uso del mouse. 


• Se debe considerar, que en el desarrollo web moderno con HTML5 se utilizan 


las etiquetas de botones solo cuando la página HTML creada es tipo Formulario 


y las etiquetas imágenes se utilizan para crear Hipervínculos entre páginas 


internas. 


Por tanto, el principal objetivo por el que no se usan botones en la página de 


inicio del Poder Judicial es porque esta página no es de tipo Formulario, sino 


más bien de tipo Informativa, pues constituye un centro de información para el 


visitante. 


Se adjunta el informe 588-DTI-2022 suscrito por las servidoras Karla Urtrecho Madrigal 


e Indira Melissa Calvo Gould, Jefa del Subproceso de Sistemas Administrativos y 


Coordinadora de la Unidad de Servicios a la Ciudadanía de la Dirección de Tecnología 


de la Información, respectivamente. 


 


En virtud de lo anterior, respetuosamente nos permitimos solicitar una revisión 


para el Poder Judicial de la calificación del indicador 1.6.1.2.  Tamaño de los botones 


que se ubica en la Dimensión de Acceso a la información del Índice de Transparencia 


del Sector Público 2021, tomando en cuenta los aspectos técnicos bajo los cuales se 


realiza la configuración y desarrollo de estos requerimientos a nivel de los diferentes 


sitios web institucionales, siempre en procura de un mejor acceso a las usuarias y 


usuarios del Poder Judicial. Aunado a lo anterior, debe considerarse que este indicador 


ya ha obtenido por parte del ente calificador una nota satisfactoria del 100 %.  


De igual forma, y como consecuencia de lo anterior, se solicita la 


reconsideración de la nota final para el Poder Judicial a partir de la calificación del 


indicador supracitado. 
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Sin otro particular sobre el asunto, 
 
 
 
 


Atentamente, 
 
 


 
 
 
 
 


__________________________________ 


MSc. Kennia Alvarado Villalobos 


Oficial de Cumplimiento 


kalvaradov@poder-judicial.go.cr 


 


 


 


 


 


 


 


 


 
CC. Magistrada Patricia Solano Castro, Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia y 


Coordinadora de la Comisión de Transparencia. 


CC. Magistrado Fernando Cruz Castro, Presidente de la Corte Suprema de Justicia  


CC. Señoras y señores integrantes de la Comisión de Transparencia del Poder Judicial  


CC. Señoras y señores Dirección de Tecnología de la Información, subproceso de Sistemas 


Administrativos y la Unidad de Servicios a la Ciudadanía. 


CC. Oficina de Cumplimiento 
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588-DTI-2022 
San José, 04 de marzo 2022 


 


Licenciada 


Kenia Alvarado Villalobos 


Oficial de Cumplimiento 


Poder Judicial de Costa Rica 
 


 


Estimada señora: 


 


El pasado 1 de marzo, se recibe notificación de la Defensoría de los Habitantes, sobre el 


resultado de la Evaluación del Índice de Transparencia del Sector Público ITSP 


correspondiente al año 2021, donde el Poder Judicial obtuvo el segundo lugar con una nota 


de un 99,77. 


 


Como política de mejora continua se realiza la presente revisión de indicadores que fueron 


penalizados durante el proceso de evaluación, para plantear mejoras en el sitio web y 


procesos de actualización de datos que se tienen establecidos a nivel del Poder Judicial. 


 


Análisis de resultados  
 


Se procede a descargar la información expuesta en la página web de la Defensoría de los 


Habitantes, donde se puede validar en el archivo “Base_de_Datos_ITSP_2021.xlsx” que el 


Poder Judicial fue penalizado solo en el siguiente indicador: 


• Indicador 1.6.1.2, Tamaño de los Botones, con una nota de 0 (cero).  
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Descripción del indicador 1.6.1.2: “Están disponibles los botones de la página de inicio con 


un tamaño adecuado para facilitar su uso por parte de usuarios que no pueden controlar el 


ratón con precisión. “ 


 
Análisis de indicador penalizado  
 


Según la descripción del indicador 1.6.1.2, se procedió a realizar la revisión de la página 


principal del Poder Judicial para valorar la existencia y uso de los botones penalizados dentro 


de la evaluación.  


Producto de la revisión no se logran encontrar hallazgos que justifiquen la relación del 


puntaje obtenido con el contenido expuesto en el sitio web basados en los siguientes 


elementos técnicos de revisión: 


• No existe a nivel de código HTML un componente visual definido con el tag de 


“botton”, por tanto, a nivel de lenguaje no existen botones en la página principal del 


sitio web. 


• Se analiza la posible evaluación de imágenes con enlaces web (hiper vínculos) como 


botones, concluyendo que este tipo de recurso tiene un tamaño válido según la 


necesidad y tipo de imagen establecida, sin que esto perjudique a cualquier visitante 


de la página web con alguna limitación para el uso del mouse. 


• Dentro de la sección del portal web del Poder Judicial, creada para la guía del 


evaluador (https://transparencia.poder-judicial.go.cr/index.php/acceso-a-la-


informacion-pj ), se explica el uso de botones establecidos como elementos de 


tamaño adecuado para personas con limitaciones de uso del mouse. 


Este criterio de evaluación ha sido evaluado en los últimos dos años, como válido, 


dando al Poder Judicial la totalidad de los puntos, situación que genera la confusión 



https://transparencia.poder-judicial.go.cr/index.php/acceso-a-la-informacion-pj
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actual, ya que la metodología y tipo de elementos utilizados en el sitio web principal 


no ha variado recientemente. 


• Se debe considerar, que en el desarrollo web moderno con HTML5 se utilizan las 


etiquetas de botones solo cuando la página HTML creada es tipo Formulario y las 


etiquetas imágenes se utilizan para crear Hipervínculos entre páginas internas. 


Por tanto, el principal objetivo por el que no se usan botones en la página de inicio 


del Poder Judicial es porque esta página no es de tipo Formulario, sino más bien de 


tipo Informativa, pues constituye un centro de información para el visitante.  


Como conclusión se recomienda a la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial, realizar la 


consulta respectiva a la Defensoría de los Habitantes para que se reevalúe el indicador en 


cuestión o se amplíe la explicación del puntaje otorgado, indicando puntualmente cuáles son 


los elementos de tipo botón que fueron penalizados dentro del proceso, y solicitar la 


definición de “tamaño adecuado”, ya que el concepto se considera ambiguo o subjetivo. 


 


Agradeciendo su atención,  


 


 


Licda. Karla Urtecho Madrigal 


Jefe, Subproceso Sistemas Administrativos 


 Máster Indira Calvo Gould 


Coordinadora Unidad Servicios a la 


Ciudadanía 
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A través de la presente comunicación, se acusa el recibo satisfactorio de su mensaje y de la documentación adjunta a esta cuenta de correo electrónico, todo lo cual será remitido a la brevedad al funcionario/a institucional correspondiente.




Este mensaje es generado automáticamente, por favor no responder a esta dirección de correo electrónico.





-- 


	   	 Correspondencia Defensoria



Teléfono: / Central Telefónica:
v:22.02.22







AVISO DE CONFIDENCIALIDAD Y LIBERACION DE RESPONSABILIDADES: La información contenida en este correo electrónico, incluidos sus archivos adjuntos, puede contener datos personales sensibles o de acceso restringido, con la intención de que sea utilizada sólo por las personas u organizaciones a las que va dirigida. Si usted no es el destinatario original al cual va dirigido este mensaje, debe borrarlo permanentemente de su computador o dispositivo electrónico y notificarlo de inmediato al remitente vía telefónica o por correo electrónico. Se le notifica, además, que está prohibido revelar, copiar, distribuir o utilizar el contenido de este mensaje para fines diferentes al principal. La realización de cualquiera de estas acciones puede dar lugar a la determinación de responsabilidades legales. En el caso de los archivos adjuntos, queda bajo responsabilidad del receptor la revisión de los mismos. Los criterios y opiniones expresadas son responsabilidad legal directa de su autor y no representan necesariamente la posición de la Defensoría de los Habitantes, excepto que sean criterios oficiales que constan mediante oficios debidamente suscritos por los funcionarios competentes. Finalmente se le indica que ante duda o sospecha de mal uso de este servicio, puede gestionarla al correo electrónico defensoria@dhr.go.cr




DISCLAIMER NOTICE: The information contained in this email, including its attachments, may contain sensitive or access-restricted personal data, with the intention that it be used only by people or organizations to whom it is addressed. If you are not the original recipient to whom this message is addressed, you must permanently erase it from your computer or electronic device and immediately notify the sender by phone or email. You are also notified that it is prohibited to reveal, copy, distribute or use the content of this message for purposes other than the main one. Carrying out any of these actions may lead to the determination of legal responsibilities. In the case of attached files, it is the recipient's responsibility to review them. The opinions expressed are the direct legal responsibility of their author and do not necessarily represent the position of the Ombudsman Office, except that they are official document that are established through official letters duly signed by the competent officials. Finally, it is indicated that in case of doubt or suspicion of misuse of this service, you can manage it at the email defensoria@dhr.go.cr 
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San José, 9 de marzo 2022 


Oficio N°49-OC-2022 


 


Señora 


Rebeca Guardia Morales  


Directora 


Escuela Judicial  


Poder Judicial de Costa Rica 


 


 


Estimada señora:  


 
 
Reciba un cordial saludo, de parte de la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial de 


Costa Rica. 


 


En días pasados, contacté a doña Kattia Escalante para exponerle unas ideas que 


desde esta Oficina queremos desarrollar, y concertamos una reunión a la que asistió 


también doña Magdalena Aguilar y Catalina Blanco, colaboradora, para exponerle una 


serie de proyectos que teníamos pendientes hace algún tiempo y requeríamos asesoría 


previa para consolidar las ideas que tenemos esbozadas, para así definir la forma o 


medio de desarrollar estos productos asegurando que cumplan con su finalidad. 


 


La reunión nos permitió concretizar los siguientes requerimientos:   


• Sistema o programa, que contenga la sistematización de las consultas 


abordadas por la Oficina de Cumplimiento, que deberá contener un tesauro -


índice temático- clasificado por tema general y tema específico -descriptor y 


restrictor-, resumen y documento para consulta.  


 


• Guía práctica para la gestión de los conflictos de intereses. Documento tipo 


instructivo con los conocimientos básicos para gestionar un conflicto de interés.  


 


 


• Reglamento de conflictos de intereses, anotado y concordado.  


En razón de anterior, planteo gestión ante el órgano que dirige para solicitar el apoyo 


en la elaboración de estos productos cuyo propósito es fortalecer las capacidades del 


personal del Poder Judicial sobre la identificación y manejo de los conflictos de 
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intereses como garantía de independencia, imparcialidad y objetividad en el ejercicio 


del cargo. Aunado a que promueve la culturización hacia la transparencia, probidad y 


la gestión de los conflictos de intereses.  


Quedo a sus órdenes y atenta a la consideración de lo peticionado. 


 


Sin otro particular sobre el asunto, 


 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


MSc. Kennia Alvarado Villalobos 


Oficial de Cumplimiento 


kalvaradov@poder-judicial.go.cr 
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Dirección de Gestión Humana 
San José, Barrio González Lahmann  
Av 6-8, Calles 17-19, Teléfono: 2295-4961/2295-3945 


Subproceso Gestión de la Capacitación 
capacitacion-personal@poder-judicial.go.cr 


Teléfono: 2295-4374 ext: 01-4374 
 


 


 


      16 de marzo de 2022 
           Oficio N° 067-CPIT-2022 


 
 


Magistrada  


Patricia Solano Castro, Coordinadora, 


Comisión de Transparencia y Anticorrupción 
 


 


Estimada señora: 


 


La Corte Plena en sesión N° 19-2021 celebrada el día 24 de mayo de 2021, en el 


artículo XIX, acordó la creación de una política institucional en materia de teletrabajo, 


como complemento a la aprobación del reglamento denominado “Reglamento para 


regular la modalidad de prestación de servicios en teletrabajo en el Poder Judicial”, 


para lo cual se comisionó a los Magistrados Jorge Olaso Álvarez, Luis Porfirio Sánchez 


Rodríguez, Fernando Lara Gamboa, Gerardo Rubén Alfaro Vargas y a la Magistrada 


Damaris Vargas Vásquez para que presentarán la propuesta.  


 


Por lo anterior, con el respaldo de la Comisión Institucional de Teletrabajo y con el 


apoyo de las direcciones administrativas, nos encontramos ejecutando la fase de la 


elaboración de la política, bajo el modelo de gestión de políticas institucionales para 


garantizar su alineamiento estratégico.  


 


Es por esto que se ha organizado una jornada de conversatorios con oficinas técnicas 


y representantes de comisiones vinculadas al teletrabajo, en donde se realizará el 


análisis de esta modalidad dentro de la institución y se creen propuestas de 


lineamientos que podrían formar parte de la política institucional de teletrabajo. 


 


De forma tal que se extiende una cordial invitación a participar de este espacio, 


ocupando 1 cupo destinado para su Comisión. Esta persona debe cumplir con el perfil 


de tener un amplio conocimiento del ámbito en el que se desempeña, además, debe 


conocer la dinámica institucional relacionada con la prestación de servicios en la 


modalidad de teletrabajo y estar en capacidad de aportar propuestas de su 


representada. 
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Dirección de Gestión Humana 
San José, Barrio González Lahmann  
Av 6-8, Calles 17-19, Teléfono: 2295-4961/2295-3945 


Subproceso Gestión de la Capacitación 
capacitacion-personal@poder-judicial.go.cr 


Teléfono: 2295-4374 ext: 01-4374 
 


 


Las fechas de las sesiones de trabajo serán las siguientes: 


 


• Grupo 1: 24 y 25 de marzo de 2022 de 8:30 a 12:00 md 


• Grupo 2: 31 de marzo y 1 de abril de 2022 de 8:30 a 12:00 md 


• Grupo 3: 7 y 8 de abril de 2022 de 8:30 a 12:00 md 


 


La persona que se seleccione según la cantidad de cupos indicados anteriormente se 


asignará a un grupo mencionado, por lo que se les agradece que, a más tardar el lunes 


21 de marzo de 2022, se nos envíe el nombre de la persona participante al correo 


cramirezr@poder-judicial.go.cr, en el formato de Excel adjunto, con el fin de agendar 


los espacios a través de la plataforma TEAMS y así concretar su participación lo antes 


posible. 


 


 


Atentamente, 


 


 


 


 


Dr. Jorge Olaso Álvarez 
Coordinador 


Comisión Política Institucional de Teletrabajo 
Poder Judicial de Costa Rica 


 


 


Crr/Whh 
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						Nombre de la Oficina		Nombre completo de la persona participante		Correo Electrónico
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PODER JUDICIAL
REPÚBLICA DE COSTA RICA CONSULTA


Oficina de Cumplimiento 
02-INF-OC-2022


San José, 22 de febrero de 2022


Al contestar refiérase al oficio
 N° 02-INF-OC-2022


Señoras y señores:
Consejo de la Judicatura
Poder Judicial de Costa Rica


Señora:
Roxana Arrieta Meléndez
Directora a.i.
Dirección de Gestión Humana
Poder Judicial de Costa Rica


Estimado señores y estimadas señoras, reciban un respetuoso saludo.


La Oficina de Cumplimiento ha recibido consultas y emitido criterio de conformidad
con el artículo 44 de la “Regulación para la prevención, identificación y gestión
adecuada del conflicto de interés en el Poder Judicial” (en adelante la Regulación);
sobre el nombramiento de personas suplentes juzgadoras que generan riesgos,
reales y potenciales, derivados de situaciones de conflictos de intereses. 


Siendo  el  Consejo,  el  órgano  competente  que  regula  todo  lo  referente  a  los
concursos, selección y nombramientos de propietarios y suplentes para ocupar
puestos  de  administradores  de  justicia;  se  traslada  la  presente  gestión  de
cumplimiento  para  la  determinación  e  implementación  de  los  criterios  de
valoración de conflictos de interés en los procesos de selección y de sustitución de
personal, a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el numeral 13 y 16 de la
Regulación. 


I. Antecedentes.
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REPÚBLICA DE COSTA RICA CONSULTA
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Como  parte  de  las  acciones  estratégicas  que  el  Poder  Judicial  para
identificar y  prevenir  el  riesgo de conflictos de intereses,  adoptó los siguientes
mecanismos de relevancia institucional:


a) La Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada de
los conflictos de interés, en adelante la Regulación; normativa que entró
en vigencia el  pasado 1°  de marzo del  año 2020;  como herramienta
preventiva  para  el  aseguramiento  de  la  imparcialidad,  la  objetividad,
independencia e imagen, credibilidad y reputación organizacional.


b) La implementación de la Oficina de Cumplimiento, órgano creado por
acuerdo de Corte Plena, en su sesión N°9-2019 del 04 de marzo de
2019,  artículo  XX; para fortalecer  la  lucha contra la  corrupción en el
Poder  Judicial.  Entre  sus  funciones  están:  identificar  amenazas
provenientes de la corrupción, el fraude organizacional interno, las faltas
a la ética y probidad; así como su prevención y control.  Además, de
conformidad con el  artículo 44 de la “Regulación para la  prevención,
identificación y gestión adecuada del  conflicto de interés en el  Poder
Judicial”; esta oficina tiene una función asesora, únicamente en cuanto a
la interpretación y aplicación de dicha regulación.


La Regulación, en congruencia con normativa atinente al aseguramiento de
la idoneidad, la probidad y el buen servicio público, contiene dentro de su marco
regulador,  el  deber  de  vigilancia  y  consideración  de  los  conflictos  de  interés
durante los procesos de selección de personas para ocupar puestos en el Poder
Judicial,  sin  distinción  alguna  hacia  el  tipo  de  nombramiento,  puesto  o
remuneración.


En esta línea, el artículo 13 de la Regulación señala en concreto: 
“Artículo 13. Consideración de los conflictos de interés en procesos de
selección  de  personal.  Las  autoridades  a  cargo  de  los  procesos  de
selección  o  movimientos  de  personal  deberán  adoptar  medidas  que
permitan  identificar  eventuales  situaciones  de  conflictos  de  interés  que
puedan afectar a aspirantes a puestos en el Poder Judicial,  y valorar su
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relevancia  en  aras  de  determinar  su  condición  de  idoneidad.  Además,
deberán tener especial cuidado en el aseguramiento del cumplimiento de
las causales de inelegibilidad previstas en la ley para la prevención de los
conflictos de interés.” (subrayado para hacer énfasis)


Por  ser  indiscutible  la  necesaria  transversalización  de  la  materia  de  los
conflictos  de  interés  -  como  componente  del  régimen  de  prohibiciones  e
incompatibilidades,  que  rigen  al  Poder  Judicial-,  dentro  de  los  procesos
administrativos y técnicos ya establecidos para la comprobación de la idoneidad
de las personas que concursan para un puesto dentro de la Institución, es que,
mediante  oficio  de  la  Oficina  de Cumplimiento  N°  008-OC-INF-2020,  del  7  de
octubre de 2020, dirigido a la Dirección de Gestión Humana, en lo que interesa se
señaló: 


“[…] Con el objetivo de fortalecer el proceso de selección y reclutamiento
del personal y dotar a la institución de recurso humano que se ajuste a los
requerimientos de idoneidad para ostentar un cargo o puesto público y ejercer
la función pública, el reglamento denominado “Regulación para la Prevención,
Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder
Judicial”,  estableció  medidas  que  debían  ser  adoptadas  como  parte  del
proceso de selección de personal a cargo de la Dirección de Gestión Humana.
Este  instrumento  refuerza  la  debida  diligencia  que  demanda  esa  actividad
sobre la identificación de posibles situaciones de conflicto de intereses en las
personas postulantes a un puesto en el Poder Judicial, gestión que debe ser
cumplida durante la etapa de reclutamiento; así como al personal nombrado.
(…)  la regulación establece la necesidad de adoptar medidas tendientes
a: • La identificación de situaciones de conflicto de interés. •  Valoración
de la relevancia o incidencia para efectos de idoneidad.  •  Cumplimiento
de  las  causales  de  inelegibilidad. (…)  la  regulación  establece  la  debida
diligencia  con  respecto  a  los  conflictos  de  intereses  originarios  o
sobrevinientes, en lo que respecta al vínculo por parentesco. Un conflicto de
interés originario es aquel que se conoce desde el proceso de nombramiento
de la persona; el  sobreviniente es la situación que se presenta posterior al
nombramiento.  En  este  sentido,  tanto  durante  el  proceso  de  selección  y
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reclutamiento  de  personal,  así  como  para  las  personas  funcionarias
nombradas, la regulación establece la necesidad de adoptar medidas para la
declaración de relaciones de parentesco.  Al  efecto el  artículo 16 establece:
“Artículo 16. Declaración sobre parentescos. Todas las personas aspirantes a puestos en el
Poder Judicial estarán obligadas a presentar a la Dirección de Gestión Humana, al momento de
hacer su oferta, una declaración jurada en la que hagan constar el nombre del cónyuge o de la
persona conviviente, así como las relaciones de parentesco de hecho o de derecho que tengan
con servidores y servidoras judiciales, hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, con
indicación del cargo y oficina en la que laboran. Todas las personas servidoras judiciales, una
vez designadas en cualquier  modalidad de nombramiento,  deberán actualizar  la  información
contenida en el documento citado, en forma inmediata, cada vez que varíen las circunstancias
declaradas y la persona interesada concurse por un nombramiento. Tómese en consideración lo
dispuesto en el artículo 14, de esta normativa para las y los consultores de las personas físicas o
jurídicas oferentes. El registro de información que debe llevar la Dirección de Gestión Humana
para  los  efectos,  debe  ser  consultado,  previo  a  la  realización  de  cualquier  movimiento  de
personal”.  Como se desprende, este enunciado enlista las siguientes medidas
tendientes  a  asegurar:  •  La  declaración  de  parentesco  de  las  personas
postulantes a un puesto del Poder Judicial. • La actualización de los vínculos
de parentesco del  personal  cuando sobrevenga esa situación,  y la persona
concurse por  un puesto.  •  Establecer  un  registro  con esta  información que
deberá ser consultado en cualquier movimiento de personal. Por su parte, es
importante  indicar  que  el  reglamento  “Regulación  para  la  Prevención,
Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el
Poder Judicial”, fue aprobado primero de abril del 2019 pero entró a regir
el  primero  de  marzo  de  2020,  por  así  disponerlo  el  artículo  47,
otorgándose un plazo para que se tomaran las medidas necesarias para
cumplir con las disposiciones establecidas, en caso de que las oficinas
requirieran  hacer  cambios  en  sus  procesos.  En  consideración  a  lo
señalado, le solicito atentamente, en el plazo de diez días, informe las acciones
ejecutadas para la debida aplicación de lo dispuesto en los numerales 13 y 16
del  reglamento  citado  por  parte  de  la  Dirección  de  Gestión  Humana.  […]”
(negrita y subrayado para hacer énfasis)
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II. Alertas  de  conflicto  de  intereses  reales  y  potenciales  en  los
procesos  de  selección  y  nombramiento  de  personas
administradoras de justicia en condición de suplentes.


Esta Oficina, ha atendido al tenor del artículo 44 de la Regulación, una serie de
consultas referidas al nombramiento, traslado, ascensos, sustitución o suplencias
de jueces o juezas y la potencial situación de conflictos de interés por vínculo por
parentesco, o por relación o vínculo laboral, entre otros.


Al  respecto,  procederemos  a  enunciar  dos  circunstancias  acaecidas  que
provocaron la  materialización del  riesgo,  con las consecuentes implicaciones y
responsabilidades administrativas,  derivadas por  actuar  en conflicto  de  interés,
como resultado de las siguientes situaciones:


1) La  denuncia  anónima  ante  el  Centro  de  Apoyo,  Coordinación  y
Mejoramiento  de  la  Función  Jurisdiccional,  respecto  del
nombramiento  de  un  juez  suplente  en  el  juzgado  de  Familia  de
Alajuela,  con vínculo  por  relación  de matrimonio,  con  una  de  las
juezas propietarias de dicho juzgado, y que, además, esta suplencia
se  produce  con  ocasión  de  cubrir  el  puesto  precisamente  de  su
esposa, quien para ese momento gozaba de permiso con goce de
salario, para realizar una tarea encomendada en la Escuela Judicial.
(Para  mayor  abundamiento  respecto  de  esta  denuncia,  comunicada  al  Consejo
Superior  y  ordenado  su  traslado  a  la  Inspección  Judicial,  puede  consultarse  la
sesión del  Consejo Superior  N°079-2021,  artículo  XVIII,  del  09 de setiembre de
2021, y sesión N°086-2021, artículo VII, del 05 de octubre de 2021)


2) La consulta realizada por el Dr. Carlos Humberto Góngora Fuentes,
Juez Coordinador del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de
Hacienda, quien solicita criterio ante un potencial o aparente conflicto
de interés  respecto de jueces o juezas que conforman la  lista  de
suplentes y a su vez, ejercen liberalmente la profesión, litigando en el
Despacho donde eventualmente realizarían la suplencia. (se adjunta
archivo)
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Ante los hallazgos de riesgos por conflictos de intereses, resulta imperativo
la  reacción  adecuada  para  mitigar  los  riesgos,  en  aseguramiento  del  interés
general y el cumplimiento del ordenamiento jurídico y técnico, a fin de cumplir con
los objetivos institucionales, constitucionalmente atribuidos al Poder Judicial.


En este sentido, cabe reiterar que la exigencia de idoneidad comprobada
tiene su fundamento en el  artículo 192 Constitucional,  por tanto,  en apego del
bloque  de  juridicidad  y  bajo  un  principio  de  razonabilidad,  el  proceso  de
reclutamiento y selección de persona suplente, sino que también,  está sujeta al
cumplimiento de los requisitos legales para el puesto, entre estos,  el hecho
de  que  la  persona  no  se  encuentre  en  algún  supuesto  de  prohibición,
impedimento, o inelegibilidad para el puesto. (negrita es para hacer énfasis)


Como fundamento del párrafo anterior,  cabe recordar que el régimen de
prohibiciones  e  incompatibilidades,  incluidos  los  conflictos  de  interés,  tiene  su
sustento en el artículo 11 Constitucional, y viene a establecerse como mecanismo
preventivo para asegurar la objetividad, la imparcialidad, la independencia, y la
integridad de la persona funcionaria pública, al no permitir que se integre dentro
de la gestión pública, situaciones o circunstancias que tengan la capacidad
de incidir o comprometer la imparcialidad u objetividad en el ejercicio del
cargo público.


Esta imposición tiene su sentido,  como reiteradamente  hemos señalado,  en la
protección a la satisfacción del interés general, por lo que a partir de los principios
observadores -de legalidad, imparcialidad, independencia y probidad-,  la propia
Administración puede establecer -a través de la norma-, en forma razonable,
limitaciones al ejercicio de otras funciones o actividades del ámbito privado
que puedan llegar a menoscabar o vulnerar el debido cumplimiento de las
responsabilidades  públicas,  o  bien  se  actúe  en  colisión  de  intereses  e
incluso se produzca una falta al deber de probidad en perjuicio de la moral,
la seguridad y el orden público. (negrita es para hacer énfasis)
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En este  sentido,  la  Sala  Constitucional  en  el  voto  número  2012-11066,  ha
declarado:


“En  efecto,  al  Administración  Pública  debe  contar  con mecanismos útiles
para garantizar la independencia de los empleados públicos frente a intereses
ajenos  al  propio  ejercicio  de  las  funciones  públicas,  sean  estos  políticos,
económicos, burocráticos o corporativos, familiares, simplemente particulares, o
de cualquier otro tipo, toda vez que tales intereses podrían desviar al funcionario
de su legítimo objetivo consistente en la prestación de un servicio  a favor del
interés  público.  Atinente  al  juez  propiamente,  el artículo  8.1 de  la Convención
Americana sobre Derechos Humanos establece que “toda persona tiene derecho a
ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o
tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la
ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para
la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de
cualquier otro carácter”. Este derecho a la independencia del juez es recogido por
nuestra Constitución  Política en  el ordinal  41 constitucional,  en  la  medida  que
constituye un presupuesto sine qua non para que el  administrado pueda recibir
justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes.
En el mismo sentido, la imparcialidad del juez fundamenta que el numeral 42 de
la Constitución Política determine que en mismo juez no pueda serlo en diversas
instancias  para  la  decisión  de  un  mismo  punto,  y  que  el artículo
35 constitucional prohíba la creación de tribunales especialmente nombrados para
la resolución de un caso”.


Así  las  cosas,  puede  deducirse  que  el  principio  de  imparcialidad,
conjuntamente con el de independencia en la gestión pública, constituye el pilar en
el que se asienta toda la legislación sobre incompatibilidades, para asegurar la
conducta  pública  con  probidad,  por  lo  que  la  comprobación  de  la  idoneidad
pública, es de necesaria constatación por parte de la Administración Pública. 


En  consecuencia,  la  Administración  Pública,  a  partir  del  principio  de
finalidad legítima, puede adoptar las medidas necesarias para establecer sistemas
apropiados  de  control  y  vigilancia  para  el  aseguramiento  de  la  integridad
institucional y de las personas que la componen orgánicamente. 


En  esta  línea,  las  Normas  de  Control  Interno  para  el  Sector  público,
establece en su artículo 2.4.,  que el  “personal  debe reunir  las competencias y
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valores requeridos de conformidad con los manuales de puestos institucionales,
para el desempeño de los puestos y la operación de las actividades de control
respectivas.  Con  ese  propósito,  las  políticas  y  actividades  de  planificación,
reclutamiento,  selección  (…)  y  otras  relacionadas  con  la  gestión  de  recursos
humanos, deben dirigirse técnica y profesionalmente con mira a la contratación, la
retención  y  la  actualización  del  personal  idóneo en la  cantidad que se  estime
suficiente para el logro de los objetivos institucionales.”


En síntesis, el sentido de la vigilancia del cumplimiento de las limitaciones
impuestas  a  los  intereses  legítimos  de  las  personas  servidoras  públicas,  para
ocupar determinados puestos públicos, como lo es la suplencia en un cargo de
juez o jueza, es de contenido garantista y de protección de otro bien jurídico como
lo es colectividad y la satisfacción del interés general. Estas se imponen por su
propia condición de personas funcionarias públicas y fundadas en motivos éticos,
a fin de proteger el interés público y el cumplimiento con integridad de los objetivos
institucionales  del  Poder  Judicial.  (En  este  sentido,  puede  verse  el  voto  de  la  Sala
Constitucional N°.06482-1996 y resolución de la Sala Constitucional N°. 09542-2020)


III. Sobre  la  incorporación  de  medidas  de  control  en  materia  de
conflictos  de  intereses  en los  procesos de  nombramiento  de
jueces y juezas suplentes.


La probidad, como principio orientador del ámbito de acción de las y los
servidores judiciales, responden a una dimensión teleológica, de deberes morales
y éticos que garantizan transparencia y objetividad en la conducta pública.  Por lo
que el régimen de incompatibilidades, incluidos los conflictos de interés, son de
necesaria  transversalización  desde  el  inicio  del  proceso  de  reclutamiento  y
selección, como durante toda la relación de empleo público. 


Desde esta arista, se puede comprender entonces su imperante protección
a  través  de  la  incorporación  de  medidas  tendientes  a  garantizar  la  idoneidad
pública del funcionariado judicial, y respecto de la prevención y reacción adecuada
ante los riesgos por conflictos de intereses.
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No debe obviarse dentro de los procesos de reclutamiento y selección, que
la  ética  pública  que  se  exige  el  funcionariado  judicial  debe  ser  evaluada  y
verificada a través del régimen de prohibiciones e incompatibilidades establecido a
efectos de no contaminar el buen servicio, salvaguardar el interés público y evitar
el fraude organizacional.  


Sobre  el  particular,  es  importante  tener  presente  que  el  ordenamiento
jurídico cuenta con disposición expresa para el aseguramiento de la finalidad de la
legislación, con el propósito de evitar las desviaciones a la misma en fraude de
ley. 


Recuérdese que el “fraude de la ley requiere, entonces, una interpretación
finalista de la norma, máxime que el fraude se produce respetando las palabras de
la ley, pero eludiendo su finalidad”. (Procuraduría General de la República, Dictamen 269,
del 2 de octubre de 2009). 


Lo  anterior  significa  que  la  aplicación  de  los  procedimientos  de
reclutamiento y selección de personal judicial, debe estar apegados al bloque de
legalidad, por lo que su estructuración debe realizarse en alineamiento con su
finalidad, y evitar en la mayor medida posible, vicios o usos ocultos o indirectos
que supongan una contradicción con ordenamiento jurídico y técnico vigente, y la
consecución de un fin legal prohibido por el legislador. 


Dicho lo anterior, menester señalar que no se puede soslayar que todas las
personas  tienen  sus  intereses  privados,  y  que  estos  pueden  ser  legítimos  e
incluso,  facultados  por  el  mismo  ordenamiento  jurídico,  como  por  ejemplo,  lo
puede ser el  participar en concurso público para ocupar un cargo dentro de la
Administración  Pública,  el  derecho  de  tener  y  crear  una  familia  por  vínculo
matrimonial o unión de hecho, o bien por relación de parentesco por afinidad o
consanguinidad, incluso aquellos vínculos de índole laboral donde un juez o jueza
que conforma una lista de suplentes, a su vez, ejerce liberalmente su profesión, y
litiga en el despacho donde eventualmente podría realizar la suplencia.


Para determinar  si  un interés particular;  como los mencionados en ejemplo
anterior,  puede  representar  un  incumplimiento  o  falta,  deberá  determinarse  la
incompatibilidad  a  través  de  mecanismos  eficientes  y  constatables,  que
permitan  vislumbrar  cuando  la  persona  que  se  encuentre  sometida  al
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régimen de empleo público,  tenga intereses o desempeñe otra función que
comprometa los deberes que le rigen en la función estatal que desempeña.
(en similar sentido, véase dictámenes de la Procuraduría General de La República N° C-320-2001
de 22 de noviembre del 2001 y C-209-2002 de 21 de agosto del 2002; y véase artículo 3 de la
Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada de los conflictos de interés en el
Poder Judicial) (negrita y subrayada para dar énfasis)


 Durante  la  evaluación  de  idoneidad,  deberá  valorarse  los  potenciales
conflictos  de  interés.  No  debe  olvidarse  que  habrá  conflicto  de  interés,
cuando estemos en presencia de una colisión entre el deber público y el
interés privado de la persona funcionaria judicial, que, aunque legítimo, tiene
la capacidad de influir indebidamente en las decisiones públicas, por lo que
es  responsabilidad  de  los  titulares  jerarcas  y  titulares  subordinados,  evitar  el
sometimiento del deber público. (negrita para hacer énfasis)


La ´Regulación para la  prevención, identificación y la  gestión adecuada de los
conflictos  de  interés  en  el  Poder  Judicial´,  incorpora  el  componente   de  los
conflictos de interés al modelo de prohibiciones e incompatibilidades en la función
pública, constituyendo una herramienta de control durante todo el ciclo del proceso
organizacional  para  la  exigencia  de  probidad,  transparencia  e  integridad
institucional,  y  el  cual  debe  ser  implementado  y  ejecutado  por  los  titulares
jerárquicos, jefaturas o coordinaciones, como elemento de mitigación de riesgos
dentro de la cultura anticorrupción, de ética y de cumplimiento. En este sentido, el
numeral 13 de este marco normativo, señala con claridad:


“Artículo  13.-Consideración  de  los  conflictos  de  interés  en
procesos de selección de personal. Las autoridades a cargo de los
procesos  de  selección  o  movimientos  de  personal  deberán  adoptar
medidas  que  les  permitan  identificar  eventuales  situaciones  de
conflictos de interés, que puedan afectar a aspirantes a puestos en el
Poder  Judicial,  y  valorar  su  relevancia  en  aras  de  determinar  su
condición de idoneidad. Además, deberán tener especial cuidado en
el  aseguramiento  del  cumplimiento  de  las  causales  de
inelegibilidad  previstas  en  la  ley  para  la  prevención  de  los
conflictos de interés.” (negrita y subrayado se utilizan para dar énfasis)
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Así  mismo,  dentro  de la  Regulación se  establece la  obligación  para  las
personas aspirantes a puestos en el Poder Judicial  así como para las personas
servidoras judiciales que concursen por un nombramiento; a  presentar ante la
Dirección de Gestión Humana, junto a su oferta, una declaración jurada “en la que
hagan constar el nombre del cónyuge o de la persona conviviente, así como las
relaciones de parentesco de hecho o de derecho que tengan con servidores y
servidoras  judiciales,  hasta  el  tercer  grado  de  consanguinidad  o  afinidad,  con
indicación del cargo y oficina en la que laboran”, o bien “actualizar la información
contenida en el documento citado, en forma inmediata, cada vez que varíen las
circunstancias  declaradas  y  la  persona  interesada  concurse  por  un
nombramiento.” (Véase artículo 16 del Reglamento de cita)


Dicho  lo  anterior,  menester  indicar  que  una  adecuada  aplicación  de  la
Regulación de  conflictos  de  intereses,  implica  el  análisis  integrador  de  la
legislación atinente para comprender el contenido intrínseco de las disposiciones y
cumplir con el fin del instrumento y el de la Administración Pública, -la satisfacción
del servicio público-. 


Es decir deberá contemplarse para el cumplimiento de lo ordenado en el
numeral 13 de la  Regulación, entre otros, lo estatuido en  los ordinales 25 y 26
inciso 7) y 8) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, imponen la prohibición para
administrar  justicia,  entre  otros,  cuando  exista  vínculo  por  parentesco  de  otra
persona jueza o juez superior, que pueda conocer en grado de sus resoluciones,
así como, cuando se trate de parientes por afinidad o consanguinidad, hasta el
segundo grado inclusive, de un miembro de tribunal colegiado. 


Por otra parte, el artículo 18 del Estatuto del Servicio Judicial, reza:


 “Artículo 18.-Para ingresar al Servicio Judicial se requiere: (…) ch) No ser
cónyuge  ni  estar  ligado  por  parentesco de consanguinidad  o
afinidad, en línea directa  o colateral,  hasta el  tercer  grado inclusive,  con
ningún Magistrado, juez superior, juez, actuario, alcalde, inspector general o
asistente, o cualquier otro funcionario que administre justicia.”
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Así mismo, el artículo 18 bis de dicho Estatuto, dice:


 “Artículo 18 bis. - En una misma dependencia no podrán prestar servicio
las  personas que sean cónyuges o  que estén en el  grado de parentesco
que se  indica en el  inciso ch)  del  artículo  anterior, con los jefes y demás
servidores  del  respectivo  tribunal  u oficina.  Si  esa  situación  llegare  a
presentarse por motivo de matrimonio o por algún oro, la Corte trasladará a
otra dependencia a quien corresponda, sin demérito del cargo que ocupa.”


(Respecto  del  vínculo  matrimonial  sobrevenido,  debe  atenderse  lo  dispuesto  por  la  Sala
Constitucional en sus resoluciones N°. N° 12845-2007 del 5 de setiembre de 2007, N° 6349-2011
del 18 de mayo del 2011, y N° 9711-2013 del 19 de julio de 2013)


Incluso, valorar lo pertinente a las posibles responsabilidades de la Administración,
de comprobarse un vicio en el procedimiento de selección para sustituir o suplir un
puesto de juez o jueza, esto por cuanto la norma es clara al  establecer en su
numeral 26 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que las funciones de los que
sirven en el Poder Judicial cesan, de encontrarse las situaciones señaladas en el
artículo 25 de la Ley de cita, incluso por vínculo matrimonial; y las implicaciones
derivadas del artículo 32 del  Estatuto del Servicio Judicial, establece que “Será
nulo cualquier nombramiento que se haga en contra de esta ley; pero si el
empleado o funcionario hubiese desempeñado el cargo o función, sus actuaciones
que se ajusten a la ley serán válidas.” (negrita y subrayado para hacer énfasis)


(Respecto  del  vínculo  matrimonial  sobrevenido,  debe  atenderse  lo  dispuesto  por  la  Sala
Constitucional en sus resoluciones N°. N° 12845-2007 del 5 de setiembre de 2007, N° 6349-2011
del 18 de mayo del 2011, y N° 9711-2013 del 19 de julio de 2013)


La persona o personas responsables del procedimiento o procedimientos
de reclutamiento, selección y nombramiento de personas juzgadoras en el Poder
Judicial,  deben   regirse  conforme  a  las  disposiciones  normativas  y  técnicas
vigentes,  y,  en  cumplimiento  del  ordenamiento  jurídico  “(…)  prevenir  la
ocurrencia  de  eventuales  desviaciones,  y  en  caso de  que  éstas  ocurran,
emprender las medidas correspondientes (…) tomando en cuenta, el bloque
de legalidad, la naturaleza de sus operaciones y los riesgos relevantes a los
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cuales pueden verse expuestas (…)”  (artículo  4.6 de las  Normas de Control
Interno para el Sector Público).


No  se  omite  manifestar,  que  la  Oficina  de  Cumplimiento  se  pone  a  su
disposición para brindar el apoyo que sea necesario en materia de conflictos de
interés y determinación de riesgos por conflictos de intereses, y determinación de
corrupción y fraude organizacional interno. 


Con toda consideración, suscribe


Cc: Despacho de la Presidencia 
Consejo Superior
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SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. S.J., a las dieciséis horas y treinta y tres minutos del catorce de agosto del dos mil doce.

Acción de inconstitucionalidad promovida por L.A.H., mayor, divorciado, abogado, vecino de Alajuela, portador de la cédula de identidad número 2-274-099, para que se declare inconstitucional el artículo 62 párrafo primero del Código de Deberes Jurídicos, M. y Éticos del Profesional en Derecho. Interviene también en el proceso la Procuradora General de la República.

Resultando:

1. -

Por escrito recibido en la Secretaria de la S. a las 06:50 horas del 10 de febrero de 2011, el accionante refiere que el párrafo primero del numeral 62 del Código de Deberes Jurídicos, M. y Éticos del Profesional en Derecho es inconstitucional, por cuanto dispone sin sujeción a plazo alguno una sanción, prohibición o restricción perpetua e indefinida para el ejercicio de su derecho al trabajo. Expone que su legitimación dentro de la presente acción proviene del proceso contencioso número 09-003266-1027-CA, dentro del cual existe la sentencia de las 8:18 horas del 27 de enero de 2011 y el expediente disciplinario número 164-08 del Colegio de Abogados. Dicha norma imposibilita al profesional en derecho a dar patrocinio en casos en lo cuales fueron de su conocimiento o tramitación cuando fungía como funcionario público, o en los que sean tramitados en la oficina de la cual es exfuncionario. Señala que la resolución administrativa número 2009-19-014 del 8 de junio de 2009, emitida por el Colegio de Abogados dentro del expediente número 164-08, le impuso sanción disciplinaria de suspensión en el ejercicio profesional hasta por un año, por cuanto el 26 de noviembre de 2006 se presentó como abogado representante un proceso de ejecución de sentencia ante el Tribunal de Juicio del I Circuito Judicial de Alajuela, actuación que según el criterio del Colegio de Abogados resulta contraria a lo dispuesto en el artículo 62 del Código de Deberes Jurídicos, M. y Éticos de los Profesionales en Derecho, por cuanto fungió como juez decisor en la sentencia cuya ejecución se había planteado. No obstante, dicha norma no contempla un plazo determinado a partir del cual un ex funcionario judicial o público pueda llevar el patrocinio de un proceso, con lo que se somete al administrado a una prohibición ad perpetuam. Refiere que contra dicha actuación interpuso proceso contencioso ante el Tribunal Contencioso Administrativo del Segundo Circuito Judicial de S.J., tramitado en el expediente judicial número 09-003266-1024-CA, en el que alegó la inconstitucionalidad de lo dispuesto en el artículo 62 del Código antes citado. Indica que por resolución de la Sección V del Tribunal Contencioso Administrativo de las 8:18 horas del 27 de enero de 2011, se desestimó la demanda incoada por el accionante, sentencia que no se encuentra en firme y se dispuso en dicha ocasión que no se trataba de una sanción perpetua sino de una imposibilidad permanente. Acota que al momento de presentar el proceso de ejecución de sentencia tenía casi 1 año y 4 meses de haber cesado su relación laboral, dada su jubilación del puesto que desempeñaba en el Poder Judicial. Añade que el propio Tribunal Contencioso hace una diferenciación entre la restricción perpetua y la permanente, dado que los procedimientos no son perpetuos, en tanto su razón natural es su culminación, por lo que la imposibilidad de patrocinio persiste mientras el proceso esté pendiente de resolver sobre el fondo. De manera que se genera confusión conceptual, pues la sanción que impone el numeral impugnado se vuelve perpetua e indefinida, ya que lo es por todo el tiempo en que el ex funcionario pueda patrocinar en el asunto conocido, esto es, mientras esté pendiente de resolución. Dicha situación es contraria al artículo 40 Constitucional, pues no es posible establecer penas permanentes, así como normas que restrinjan abusivamente los derechos fundamentales. Resalta que no hay independencia total entre la conducta prevista en el párrafo primero y segundo de la norma referida, pues de ellos se desprenden diversos supuestos de infracción de los derechos constitucionales. En virtud de lo anterior, solicita que se declare la inconstitucionalidad del párrafo primero del ordinal 62 del Código de Deberes Jurídicos, M. y Éticos del Profesional por ser contraria a los artículos 39, 40 y 56 de la Constitución Política.

1. -

Por medio de escrito recibido en la Secretaria de la S. a las 08:10 horas del 21 de febrero de 2011, el accionante hace mención a la sentencia número 2000-8193 emitida por esta S., en el sentido de que existe necesidad de tipicidad que deben cumplir las normas sancionatorias, tanto en materia penal como administrativa, pues se debe respetar la proporcionalidad de la sanción, en virtud del artículo 40 constitucional.

1. - Mediante escrito recibido en la Secretaria de la S. a las 16:10 horas del 31 de marzo de 2011, el accionante aporta prueba documental dentro del presente proceso.

1. - Mediante resolución de las 14:07 horas del 4 de mayo de 2011, esta S. previene al accionante para que dentro del plazo de 3 días a partir de la notificación de la resolución aporte la certificación literal del acta en que se invoca la inconstitucionalidad de la norma impugnada dentro del asunto que sirve de base a esta acción de inconstitucionalidad, así como el deber de agregar y cancelar el timbre del Colegio de Abogados por la suma de doscientos cincuenta colones, correspondiente a la autenticación del escrito inicial.

1. -

Por escrito recibido en la Secretaria de la S. a las 14:51 horas del 6 de mayo de 2011, el accionante cumple la prevención realizada en la resolución de las 14:07 horas del 4 de mayo de 2011.

1. -

Por medio de resolución de las 13:32 horas del 10 de mayo de 2011 (visible en el Sistema de Gestión de Despachos Judiciales), se cursa la acción de inconstitucionalidad contra el artículo 62 párrafo primero del Código de Deberes Jurídicos, M. y Éticos del Profesional en Derecho, por ser contrario a los numerales 39, 40 y 56 de la Constitución Política. La legitimación del accionante en el presente proceso proviene del párrafo primero del numeral 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en cuanto se encuentra en trámite en el expediente número 164-08 del Colegio de Abogados de Costa Rica, que corresponde a un proceso disciplinario instaurado en su contra en el Colegio referido. Se le confiere audiencia a la Procuraduría General de la República.

1. -

Mediante oficio recibido en la Secretaria de la S. a las 15:15 horas del 31 de mayo de 2011 (visible en el Sistema de Gestión de Despacho Judiciales), la Procuraduría General de la República rinde su informe. Señala que el accionante impugna el numeral 62 del Código de Deberes Jurídicos, M. y Éticos del Profesional en Derecho, ya que, según su criterio, dicha norma contraviene el numeral 40 de la Constitución. Esa disposición fundamental prohíbe a la ley establecer penas perpetuas. Refiere que según el accionante, el artículo alegado establece una suerte de pena perpetua, pues impide, entre otros supuestos, que un abogado patrocine asuntos que le hubiese correspondido conocer como J. de la República. De manera que impone un impedimento absoluto al abogado liberal que hubiese ejercido la judicatura, quien no puede en ningún momento patrocinar asuntos que haya conocido como J.. En consecuencia, la existencia de tal norma impone un impedimento permanente y absoluto, lo que constituye una pena perpetua prohibida por la Constitución. En cuanto a la legitimación, indica que el actor se fundamenta en la existencia de un asunto previo pendiente de resolver en forme definitiva ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa. Específicamente, se trataría de un proceso contencioso administrativo que el actor ha presentado en contra del Colegio de Abogados, tramitado en el expediente judicial número 09-3266-1027-CA. Explica que dicho proceso judicial fue interpuesto con el objeto de anular el acuerdo número 2009-19-14 tomado por la Junta Directiva del Colegio de Abogados constituido en Consejo de Disciplina, bajo el expediente 164-08. Entonces, mediante el proceso judicial ordinario el accionante impugnó la decisión del Colegio de Abogados a través de la cual se le inhabilita como abogado por el período de un año. Tal decisión se basó en el quebranto al artículo 62 del Código de rito. Acota que dicho ordinal estipula: “Cuando un abogado o abogada haya cesado labores en la judicatura, o en alguna institución pública estatal o no estatal, no deberá patrocinar en asuntos que hubiese conocido en su carácter de funcionario (a). Durante el plazo de un año no podrá patrocinar asuntos que deben ser resueltos en la oficina u órgano donde laboró.” Destaca que la sanción disciplinaria impuesta por el Colegio Profesional se encuentra motivada en el hecho comprobado e incontrovertido de que el accionante, una vez jubilado, patrocinó en fase de ejecución, un asunto que le correspondió conocer cuando todavía se encontraba investido en el cargo de juez miembro del Tribunal Penal de Alajuela. El actor fungió como J. del Tribunal que resolvió y sentenció el proceso penal número 03-200855-0305-PE contra W.M.S., por los cargos de falsedad ideológica, uso de documento falso y tentativa de estafa y en el cual figuraba como denunciante y posible afectado el señor J.P.U.S.. En dicho proceso se absolvió al imputado y se condenó al denunciante al pago de costas, sentencia que se debía ejecutar en la vía civil. Igualmente se tuvo por un hecho relevante y comprobado que, cuando el accionante estuvo jubilado asumió la representación del imputado dentro del proceso de ejecución de la sentencia dictada dentro del proceso número 03-200855-0305-PE que se tramitó en el expediente 07-700-0638-CI, en el Juzgado Civil del Primer Circuito de Alajuela. El procedimiento disciplinario fue llevado por la Fiscalía del Colegio de Abogados bajo el expediente 164-08 y, posteriormente, el Consejo de Disciplina mediante acuerdo 2009-19-14 determinó el incumplimiento del artículo 62 del Código de Deberes Jurídicos, M. y Éticos del Profesional en Derecho por parte del accionante, por lo que en razón de los artículos 83 y 85 del mismo cuerpo normativo, le impuso una sanción de un año de inhabilitación en el ejercicio de la abogacía. Destaca que la demanda interpuesta por el actor ante la jurisdicción contenciosa contra el acuerdo del Colegio de Abogados fue declarada sin lugar, según sentencia número 14-2011 de las 8:18 horas del 27 de enero de 2011, que se encuentra actualmente en casación. En virtud de lo antes expuesto, estima que el actor posee la legitimación correspondiente para interponer la acción, acorde con el párrafo primero del artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Por otra parte, respecto de la proscripción de penas perpetuas, dicha prohibición fue incorporada en el texto constitucional por la Asamblea Constituyente de 1949. Enfatiza que el Constituyente de 1949 rechazó abierta y expresamente la posibilidad de las penas vitalicias, dado que dicho tipo de penas ya no existían, de todas maneras, en el ordenamiento jurídico de la República (referencia del Código Penal de 1941). A la luz de lo anterior, considera que la proscripción de las penas perpetuas resulta una garantía del pleno disfrute de los derechos de ciudadanía y demás derechos fundamentales de las personas, y, por supuesto, como un límite importantísimo del poder punitivo del Estado. Apunta que a nivel constitucional, se ha vertido criterio respecto del tema, pues se ha indicado que la proscripción de las penas perpetuas alcanza tanto a las penas impuestas en el marco de un proceso penal, como también a las sanciones administrativas (sentencias número 1994-4425 de las 8:06 horas del 19 de agosto de 1994 y 2008-3937 de las 14:50 horas del 12 de marzo de 2008), de forma que una sanción que contemple un plazo indefinido, se transforma en una pena perpetua y así, debe imponerse una sanción razonable y proporcional a la falta. Ahora bien, sostiene la Procuraduría General de la República que el numeral 62 del Código en cuestión no impone una sanción perpetua. Al efecto, menciona que de acuerdo con los numerales 83 inciso a) y 85 del Código de Deberes del Abogado, el quebrantamiento del artículo 62 de ese mismo cuerpo normativo constituye falta grave sancionable con una suspensión que puede ir de tres meses a tres años. Como parte del derecho de la constitución costarricense, la justicia constituye un valor fundacional, para ello el artículo 41 de la Constitución Política de 1949 ha establecido la garantía de acceso a la justicia y el principio general de justicia, en virtud del cual constituye una función esencial del Estado impartir justicia conforme al derecho. Este es un principio general de toda sociedad bien y democráticamente organizada. Conforme a lo anterior, el cumplimiento de la justicia es una función reservada exclusivamente al Poder Judicial – artículo 153 Constitucional – e incluso existe una prohibición que impide la creación, por cualquier medio, de cualquier forma de tribunales especiales y se consagra el principio de imparcialidad del juez. Así, la justicia debe ejercerse en condiciones de imparcialidad, neutralidad e independencia, en tanto elemento esencial de la concepción democrática de la república. En tal sentido, dichos principios constitucionales se encuentran contemplados en el artículo 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Dicho panorama ha sido resaltado por la jurisprudencia de los órganos de control internacional de Derechos Humanos, que ha remarcado la trascendencia del derecho a un juez imparcial para proteger el debido proceso. En virtud de lo anterior, aduce que la norma impugnada por el accionante tiene como finalidad proteger y garantizar la imparcialidad objetiva de los jueces. El numeral 62 alegado establece dos supuestos interrelacionados. El primero, un deber de los abogados que han ejercido como jueces de no patrocinar los asuntos que hubiesen conocido cuando ostentaban dicho cargo; el segundo, un deber de no patrocinar asuntos que debiesen ser resueltos por el tribunal donde hubieren ejercida antes de cargo de juez, esto durante el plazo de un año. En ese sentido, la norma es precisa, al disponer que el deber de los abogados de no deslustrar con vicios de parcialidad el ejercicio de la judicatura. Añade que si se otorgase libertad a los abogados que fungieron como jueces, para que pudieran encargarse de asuntos por ellos conocidos y resueltos cuando ejercieron en tales cargos, la garantía de la imparcialidad del juez sufriría un descrédito que mermaría seriamente la confianza de los ciudadanos en las decisiones jurisdiccionales. Asimismo, se puede predicar de la posibilidad de que los ex jueces pudiesen litigar sin restricción alguna dentro del mismo tribunal en el que ejercieron su cargo. Enfatiza que el artículo alegado debe ser conceptualizado, entonces como una norma preventiva que impone un claro deber a los abogados que fueron jueces para con la Administración de Justicia. Esto permite garantizar su apariencia de imparcialidad. Aunado a lo anterior, señala que el numeral 62 del Código de rito impide también que los abogados que han ejercido la judicatura puedan obtener una ventaja ilegítima e indebida de sus cargos anteriores mediante el acceso y disfrute de relaciones e informaciones que no han obtenido por su condición de abogados litigantes, sino con ocasión del cargo de juez del que anteriormente se encontraban investidos. El tema de la constitucionalidad de la disposición impugnada se formuló también respecto del artículo 49 del antiguo Código de Moral del Colegio de Abogados. En tal ocasión, esta S. se refirió específicamente a la imposibilidad de patrocinar asuntos ante el mismo tribunal en el que se trabajó, estableció que el propósito de dicha clase de disposiciones es proteger la objetividad e imparcialidad de los servidores que ejercen la judicatura, y por supuesto la transparencia en el ejercicio de la justicia (sentencia número 2004-11611 de las 8:55 horas del 20 de octubre de 2004). A modo de conclusión, el artículo 62 de cita se constituye en una norma que impone restricciones a la libertad profesional de los abogados que laboraron como jueces. Sin embargo, dicha restricción hallan su justificación en el deber de asegurar y proteger la imparcialidad y objetividad de la administración de la justicia y que se imponen a quienes tuvieron el privilegio de ejercer la judicatura en su momento, lo que resulta razonable. Por lo tanto, no se encuentra mérito para declarar inconstitucional el numeral 62 del Código de Deberes Jurídicos, M. y Éticos del Profesional en Derecho.

8-. Por medio de escrito presentado en la Secretaria de la S. a las 08:00 horas del 2 de diciembre de 2011 (visible en el Sistema de Gestión de Despachos Judiciales), E.H.S., en su condición de Presidenta con representación extrajudicial del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, se manifiesta sobre los hechos argüidos dentro del presente asunto. Alega que la notificación de la presente acción de inconstitucionalidad fue contraria a lo dispuesto en la Ley de Notificaciones, ya que la resolución inicial se dio vía fax y no de manera personal al representante de la persona jurídica o en el domicilio social. Expone que la legitimación del accionante se fundamenta en el proceso contencioso administrativo que presentó el mismo actor contra el Colegio de Abogados, tramitado bajo expediente número 09-003266-1027-CA. Ese proceso fue declarado sin lugar por sentencia número 14-2011 de las 08:18 horas del 27 de enero de 2011, contra lo que se formuló recurso de casación. Explica que dicho proceso judicial fue interpuesto con el objeto de anular el acuerdo 2009-19-14 tomado por la Junta Directiva del Colegio de Abogados constituido en Consejo de Disciplina, bajo el expediente 164-08, en razón del incumplimiento del párrafo primero del artículo 62 del Código de Deberes Jurídicos, M. y Éticos del Profesional en Derecho. En tal ocasión, la Junta Directiva del Colegio de Abogados determinó que existieron tres circunstancias en las que actuó el accionante. La primera de ellas, el actor fungió como juez de primera instancia en el proceso 03-200855-0305-PE. En segundo término, participó como abogado litigante, luego de su jubilación dentro del proceso 04-201747-0305-PE, que se tramitó ante el mismo tribunal donde laboró. Por último, actuó como litigante en el cobro de las costas que se condenó, relativo al proceso que conoció en primera instancia. Expone que el acto final dictado por el Colegio de Abogados de Costa Rica se fundamentó debidamente, ya que resultó evidente la violación a la normativa que correspondía en el caso específico. Por su parte, apunta que el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, mediante sentencia número 14-2011, determinó que la participación de accionante no se limitó a desempeñarse como abogado de un proceso civil independiente, sino que incluso su actividad llegó a desplegarse en el propio proceso penal en el que formuló escritos tendentes a ejecutar la sentencia que él mismo suscribió con sus compañeros del tribunal, como funcionario judicial. Explica que el artículo 62 del Código de Deberes Jurídicos, M. y Éticos del Profesional en Derecho contempla dos supuestos fácticos. El primero de ellos contiene la prohibición para el abogado del patrocinio en asuntos que hubiese conocido en su carácter de funcionario de la judicatura o de alguna institución pública; no obstante, no se impone un límite de tiempo, ya que el espíritu de la norma claramente es evitar el aprovechamiento de un abogado de su carácter de funcionario público para obtener información, que luego va a aprovechar en la misma causa, en razón de tutelar los bienes jurídicos de la ética y la moral. El segundo supuesto radica en la restricción anual de patrocinar asuntos cuya decisión deba realizar la oficina u órgano en que laboraba; sin embargo, este último supuesto no contempla el primer planteamiento. Refiere que el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda en la sentencia citada indicó que no se trata de una pena permanente, pues tan solo en caso de ser transgredida conllevaría la posibilidad de aplicarse la sanción según los numerales 83 y 85 del Código de Deberes. De manera que el artículo impugnado se procura resguardar la objetividad e imparcialidad del funcionario ante el exfuncionario del mismo tribunal, así como la información confidencial. Señala que el artículo alegado contiene un límite permanente al ejercicio de la profesión en el supuesto contemplado en dicha norma, puesto que se fundamenta, entre otras razones, en un tema moral. Sostiene que las reglas éticas o morales de cada profesión son obligatorias en razón de la relación de sujeción especial que existe entre el profesional y el colegio que le acoge; además, media la moral colectiva. Tal tema ha sido del conocimiento de esta S. y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Por ende, considera que la norma impugnada no establece pena perpetua alguna, dado que el límite que contempla se basa en el orden moral y la seguridad jurídica, de modo que, se cumple con los elementos de la razonabilidad, en cuanto a la necesidad, idoneidad y proporcionalidad. Por ello, el ordinal en cuestión satisface la necesidad de garantizar la buena actuación del abogado como funcionario judicial y como abogado litigante. Por lo tanto, estima que la norma accionada no es inconstitucional.

1. -

Mediante escritos recibidos en la Secretaria de la S. a las 10:23 horas del 10 de enero, a las 08:35 horas del 15 de febrero y a las 08:15 horas del 13 de julio, todos 2012, el accionante solicita que se convoque a la respectiva audiencia oral dentro del presente proceso.

10-. Los edictos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional fueron publicados en las ediciones número 107, 108 y 109 del Boletín Judicial, de los días 03, 06 y 07 de junio de 2011.

11- En los procedimientos se han cumplido las prescripciones de ley.

R.e.M.R.L.; y,

Considerando:

I.-

Sobre la admisibilidad. El accionante L.A.H. se encuentra legitimado para promover esta acción de inconstitucionalidad contra el párrafo primero del artículo 62 del Código de deberes jurídicos, morales y éticos del profesional en derecho, en virtud de lo dispuesto en el párrafo primero del artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. En efecto, como asunto previo consta el expediente judicial número 09-3266-1027-CA, interpuesto para anular el acuerdo número 2009-19-14 tomado por la Junta Directiva del Colegio de Abogados constituido en Consejo de Disciplina, en el que el recurrente invocó la inconstitucionalidad del precepto cuestionado como medio razonable de amparar el derecho que estima vulnerado.

II.-

Objeto del recurso. El accionante plantea la inconstitucionalidad del párrafo primero del artículo 62 del Código de deberes jurídicos, morales y éticos del profesional en derecho, publicado en La Gaceta 242 del 10 de diciembre de 2004 y con fecha de vigencia desde el 10 de enero de 2005, que establece lo siguiente:

“Artículo 62.—Cuando un abogado o abogada haya cesado labores en la judicatura, o en alguna institución pública estatal o no estatal, no deberá patrocinar en asuntos que hubiese conocido en su carácter de funcionario (a). Durante el plazo de un año no podrá patrocinar asuntos que deben ser resueltos en la oficina u órgano donde laboró.” (Solo lo subrayado corresponde a lo cuestionado).

III.-

Sobre el fondo. El accionante funda su alegato de inconstitucionalidad en el hecho de que la norma cuestionada no contempla un plazo determinado a partir del cual un ex funcionario judicial o público pueda llevar el patrocinio de un proceso que hubiese conocido en su carácter de funcionario. De este modo, se somete al ex funcionario afectado a una prohibición ad perpetuam, lo que resulta contrario al artículo 40 constitucional. En relación con esta situación, en sentencia número 2004-11611 de las 8:55 horas del 20 de octubre de 2004, esta S. analizó la constitucionalidad del numeral 49 del Código de Moral del Colegio de Abogados. Esta normativa ciertamente fue derogada por el Código de Moral Profesional del Abogado aprobado en sesión de Junta Directiva número 38-2001 del 19 de noviembre del año 2001 y publicado en el Diario Oficial La Gaceta del 14 de diciembre del año dos mil uno y sus reformas (ver artículo 89 de este último cuerpo normativo). Empero, resulta de interés destacar lo que este Tribunal manifestó en esa ocasión, por la evidente relación con el texto normativo aquí cuestionado.

Artículo 49: Cuando un abogado haya cesado en la judicatura o en algún cargo público, no debe aceptar asuntos que hubiese conocido en su carácter de funcionario público. Durante el plazo de un año no puede ejercer su profesión en asuntos que deben ser resueltos en la misma oficina donde ejerció puestos de autoridad.

Así las cosas, en la sentencia número 2004-11611, estaS. manifestó lo siguiente:

“III.-

Sobre el fondo. La S. Constitucional, en otras oportunidades, se ha referido respecto de asuntos similares a los que aquí ocupa, en los que ha desarrollado la naturaleza y las funciones de los Colegios Profesionales, su potestad de emitir disposiciones relativas a la ética profesional de sus miembros, y de imponer correcciones disciplinarias respecto de las faltas que se originen en el ejercicio de esta actividad. Así, por ejemplo, en la sentencia Nº7019-95 de las 17:57 hrs. de 21 de diciembre de 1995, se dijo:

“II.-

Argumenta el accionante que al establecerse en los artículos 147 de la derogada Ley Orgánica del Poder Judicial, en relación con el artículo 16 inciso 11) de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y 55 inciso 8) del Reglamento Interior del Colegio de Abogados, que la potestad disciplinaria sobre sus agremiados la ejercerá la Junta Directiva del Colegio, se viola el principio constitucional de juez natural contenido en el artículo 35 de la Constitución. Al respecto, se ha dicho que: "No cabe duda a esta S. que por principio y por disposición de su Ley Orgánica, el Colegio de Abogados bifurca su actuación en dos sectores: a) por un lado, cumple una función de interés público que el Estado le ha encomendado, en resguardo del debido ejercicio de la profesión; este control o fiscalización lo puede ejercer sobre todos sus miembros, por ser obligatoria la colegiatura. La actuación del Colegio de Abogados, y en general de todos los colegios profesionales, como ya lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la opinión consultiva No. OC-5/85 del 13 de noviembre de l985, encuentra su razón de ser (especialmente en aquellas profesiones que se denominan de carácter liberal) en el interés público existente a que exista una preparación adecuada de sus miembros, y una estricta observancia de las normas de la ética y el decoro profesional. Para la S., es precisamente en cumplimiento de este fin de interés público, que la Ley Orgánica del Colegio de Abogados, autoriza al Colegio de Abogados para conocer y sancionar las faltas de sus miembros (sentencia número 0493-93 de las nueve horas cuarenta y ocho minutos del veintinueve de enero de mil novecientos noventa y tres).- Se reconoce así la constitucionalidad de la potestad disciplinaria del Colegio de Abogados para conocer y sancionar las faltas de su agremiados. Sobre la naturaleza misma de los tribunal disciplinario, se dijo: "Tampoco son de recibo los argumentos de que el tribunal no estaba facultado para actuar como lo hizo, y de que sus actos son violatorios del artículo 35 Constitucional, según el cual nadie puede ser juzgado por comisión, tribunal o juez especialmente nombrado al efecto, sino exclusivamente por los tribunales establecidos de acuerdo con la Constitución, pues el tribunal de Honor, conformado para estudiar un asunto ético de un miembro de su gremio, no transgrede en forma alguna dicha norma en la medida en que no se trata de un asunto de naturaleza jurisdiccional, que deba ser conocido por los tribunales creados al efecto, sino que se trata de un asunto interno de interés de un grupo profesional tendiente a salvaguardar la imagen de la profesión en la sociedad." (sentencia número 1604-90 de las catorce horas cuarenta y cinco minutos del once de setiembre de mil novecientos noventa).

Tal razonamiento es plenamente aplicable en este caso, la imposición de sanciones disciplinarias a los abogados no es un asunto de naturaleza jurisdiccional y el que se establezca que la Junta Directiva del Colegio esta facultada, por ley, para conocer de las faltas de sus agremiados e imponer las respectivas sanciones no viola el principio del juez natural que se establece en el artículo 35 de la Constitución Política. Tal razonamiento se hace extensivo también a la cuestión de constitucionalidad de los artículos 38, 39 y 40 del Código de Moral y del artículo 145 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el sentido en que lo cuestiona el accionante. No existe razón de mérito para cambiar de criterio y por ello se debe rechazar por el fondo este argumento.

III. Luego de haberse establecido en el considerando anterior que el Colegio está facultado para ejercer la potestad disciplinaria sobre sus miembros, procede analizar los argumentos sobre la constitucionalidad del procedimiento establecido para el juzgamiento de faltas de los abogados. Se argumenta que lo dispuesto en el Reglamento Interior de Colegio de Abogados y en el Código de Moral de los Abogados, al regular el régimen disciplinario e imponer sanciones o penas es inconstitucional porque: "... NO TENIENDO EL RANGO DE LEY, sino de MERAS DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS, tomadas por un órgano administrativo, a través de ella no pueden imponerse sanciones o penas, pues esa es MATERIA RESERVADA A LA LEY, conforme a la más elevada doctrina y normas 39 y 121 inciso 1) de la Constitución". Según consta en el acuerdo número IV-61 que cuestiona el recurrente, la suspensión se le impuso de conformidad con lo dispuesto en los artículos 39 y 40 del Código de Moral y 145 incisos 1 y 3 y 148 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. En cuanto a los artículos 145 y 148 de la Ley Orgánica, los argumentos no son válidos porque se trata, precisamente, de normas legales y no de meras disposiciones administrativas. Es en los artículos 147, 148, 149, 150 y 151 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en donde se establece tanto el procedimiento como el monto de las sanciones a imponer. En concreto, el artículo 148 establece: " La suspensión no podrá ser inferior a un mes y podrá extenderse hasta cinco años." Además, como se dijo en el considerando anterior, el Colegio está facultado por ley para ejercer la potestad disciplinaria sobre sus miembros y consecuentemente, puede dictar el Código de Moral. El Código de Moral, cuerpo normativo de carácter reglamentario, lo que hace es regular el monto de las sanciones a imponer para las situaciones concretas que allí se describen, dentro de los parámetros establecidos en la ley, es decir, regulan la amonestación, que es sanción de mucho menor gravedad que la suspensión y en cuanto a la suspensión, en ningún caso de los previstos en el reglamento excede los cinco años establecidos en la ley, además es de recordar que lo relativo a la inhabilitación fue declarado inconstitucional en sentencia número 3133-92, de las diez horas del veintiuno de octubre de mil novecientos noventa y dos. En cuanto al Reglamento Interior del Colegio de Abogados, decreto ejecutivo número 20 del diecisiete de julio de mil novecientos cuarenta y dos, establece, en el artículo 16 que: "El Código de Moral señalará como sanción, a cada una de las infracciones que contemple, una de las penas siguientes: amonestación confidencial, suspensión el ejercicio de la profesión de un mes a cinco años (...)" Lo que, como se dijo, está dentro de los parámetros establecidos por la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Sobre este tema, la S. dijo, en sentencia número 5668-95, del diecisiete de octubre del año en curso: " Contrariamente al criterio del accionante, la resolución de la Junta Directiva del Colegio de Abogados impugnada en amparo y que da pie a la formulación de esta acción si tiene fundamento legal: los artículos 145 a 148 de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente al momento en que dicha resolución fue dictada, disposiciones de derecho disciplinario que claramente determinan las sanciones aplicables. El artículo 39 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados, por su parte, remite a la Ley Orgánica del Poder Judicial al efecto de determinar el elenco de eventuales sanciones" En consecuencia, este argumento también debe rechazarse. (Lo resaltado no es del original).

De conformidad con lo dispuesto en la sentencia transcrita, los Colegios Profesionales gozan de la facultad de ejercer la potestad disciplinaria respecto de sus miembros, y de emitir, con sujeción a los límites constitucionalmente estatuidos, los parámetros deontológicos necesarios para regular la actividad de sus agremiados.

IV.-

En particular sobre la norma impugnada. Partiendo de lo dicho en los considerandos anteriores, procede analizar si lo dispuesto por la segunda parte del artículo 49 del Código de Moral del Colegio de Abogados se adecua al Derecho de la Constitución. Según el accionante, dicha disposición constituye una limitación arbitraria e injustificada de su derecho al trabajo, en cuanto veda la posibilidad, durante el plazo de un año, de dirigir asuntos que deben ser conocidos por la oficina donde ejerció puestos de autoridad. Por su parte, el Procurador General Adjunto y el Presidente del Colegio de Abogados de Costa Rica en memoriales separados defienden la razonabilidad de la norma atacada, en cuanto tiene por objeto evitar “el eventual conflicto de intereses que se produciría si el patrocinio profesional de una determinada causa es asumida por un profesional que, hasta hace poco, formaba parte del órgano con competencia para decidir el caso” (folios 49 y 50), con lo cual se puede recibir un trato más o menos favorable por parte de esa Dependencia, todo ello en detrimento de los principios de imparcialidad y objetividad, que informan sin duda alguna la función de los órganos administrativos y jurisdiccionales. Tales razones son compartidas por este Tribunal Constitucional, por lo cual se estima que la segunda parte del artículo 49 del Código de Moral del Colegio de Abogados, lejos de violentar los derechos fundamentales del promovente, se adecua al Derecho de la Constitución. En efecto, dicha norma se ajusta a las potestades de que gozan los Colegios Profesionales –en particular, el Colegio de Abogados de Costa Rica– para fiscalizar el cumplimiento de los principios éticos del ejercicio de la profesión. En este sentido, no se trata de una restricción abusiva del derecho consagrado en el artículo 56 constitucional, sino de una limitación temporal tendente a proteger la objetividad y la imparcialidad del servidor, quien se ve liberado de conocer asuntos durante el plazo de un año dirigidos por su antiguo superior, evitándose entonces el conflicto de intereses. Tampoco se considera irrazonable el término de un año que estipula la norma impugnada; por el contrario, dicho plazo no es sino una consecuencia lógica y necesaria de la primera parte del artículo 49 ídem, en cuya virtud el “abogado que haya cesado en la judicatura o en algún cargo público, no debe aceptar asuntos que hubiese conocido en su carácter de funcionario público”.

V.-

Así las cosas, al considerarse en esta sentencia que la frase: “Durante el plazo de un año no puede ejercer su profesión en asuntos que deben ser resueltos en la misma oficina donde ejerció puestos de autoridad”, del artículo 49 del Código de Moral del Colegio de Abogados, no es inconstitucional, lo procedente es declarar sin lugar la acción.”

En la especie, lo que se estima como inconstitucional no es lo referido al plazo de un año en que un abogado, que haya cesado labores en la judicatura o en alguna institución pública estatal o no estatal, no puede patrocinar asuntos que deben ser resueltos en la oficina u órgano donde laboró, sino la prohibición de que, en ningún caso, podrá patrocinar en asuntos que hubiese conocido en su carácter de funcionario (a), lo que el recurrente califica como una prohibición ad perpetuam contraria al artículo 40 constitucional. Al respecto, la Procuraduría General de la República considera que, ciertamente, la proscripción de las penas perpetuas resulta una garantía del pleno disfrute de los derechos de ciudadanía y demás derechos fundamentales de las personas, y, por supuesto, un límite importantísimo del poder punitivo del Estado. Tal proscripción comprende tanto las penas impuestas en el marco de un proceso penal, como las sanciones administrativas (sentencias número 1994-4425 de las 8:06 horas del 19 de agosto de 1994 y 2008-3937 de las 14:50 horas del 12 de marzo de 2008). Ahora bien, concuerda este Tribunal con la Procuraduría General de la República, en que el numeral 62 del Código en cuestión no impone una sanción perpetua. En realidad, el quebrantamiento del artículo 62 de ese mismo cuerpo normativo constituye falta grave sancionable con una suspensión que puede ir de tres meses a tres años, según los numerales 83 inciso a) y 85 del Código de Deberes Jurídicos, M. y Éticos del Profesional en Derecho. E., no se da una pena perpetua, sino lo que se establece en el citado ordinal 62, simple y llanamente, es la prohibición de una determinada conducta, que es sancionada con una pena claramente determinada. Ahora bien, en lo atinente a la fundamentación de tal norma, este Tribunal destaca, como valor fundamental, la imparcialidad tanto del juez, como de todo funcionario público. En efecto, al Administración Pública debe contar con mecanismos útiles para garantizar la independencia de los empleados públicos frente a intereses ajenos al propio ejercicio de las funciones públicas, sean estos políticos, económicos, burocráticos o corporativos, familiares, simplemente particulares, o de cualquier otro tipo, toda vez que tales intereses podrían desviar al funcionario de su legítimo objetivo consistente en la prestación de un servicio a favor del interés público. Atinente al juez propiamente, el artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que “toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”. Este derecho a la independencia del juez es recogido por nuestra Constitución Política en el ordinal 41 constitucional, en la medida que constituye un presupuesto sine qua non para que el administrado pueda recibir justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes. En el mismo sentido, la imparcialidad del juez fundamenta que el numeral 42 de la Constitución Política determine que en mismo juez no pueda serlo en diversas instancias para la decisión de un mismo punto, y que el artículo 35 constitucional prohíba la creación de tribunales especialmente nombrados para la resolución de un caso. Sin duda, la imparcialidad del juez constituye un elemento básico del sistema democrático, cuya vulneración afecta la esencia misma de la legitimación de nuestro régimen político. En virtud de lo expuesto, la norma cuestionada resulta del todo razonable. Efectivamente, si a un abogado, que hubiera cesado labores en la judicatura, se le permitiera patrocinar en asuntos que hubiese conocido cuando fungió como juez, la garantía de la imparcialidad del juez se vería afectada seriamente dada la consecuente disminución en el grado de confianza de los ciudadanos en la objetividad y razonabilidad de las decisiones jurisdiccionales. Así, la norma cuestionada resulta útil para prevenir la corrupción judicial, en la medida que mengua la posibilidad de que un juez emita criterio con base en algún interés externo y no en su íntima convicción jurídica. Por lo demás, la norma cuestionada evita que un abogado litigante goce de una ventaje ilegítima al tener acceso a informaciones y relaciones privilegiadas, en función de su previo desempeño como juez en el caso que anteriormente conoció, y en el que luego pretende patrocinar. Ahora bien, cabe advertir que la norma prohíbe al abogado que cesó labores en la judicatura patrocinar en “asuntos” que antes conoció como juez, es decir, la restricción no se refiere a patrocinar “personas” que hubieran actuado como partes procesales, sino a patrocinar “en asuntos”, esto es, en casos cuya tramitación, resolución o ejecución definitivas no hayan concluido. Con base en lo expuesto, esta S. concluye que el párrafo primero del artículo 62 del Código de deberes jurídicos, morales y éticos del profesional en derecho es constitucional, por lo que declara sin lugar esta acción.

Por tanto

Sedeclara SIN LUGAR la acción.

GilbertArmijo S.

Presidentea.i.

Luis Paulino Mora M.Ernesto Jinesta L.

Fernando Cruz C.Fernando Castillo V.

Paul Rueda L.Jorge Araya G.
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San José, 17 de febrero de 2021



Señora:

Grettel Montero Cantillo 



Reciba un respetuoso saludo.

 

Me refiero a su consulta, realizada a esta Oficina, vía correo electrónico, el pasado 10 de febrero de 2022, donde explica que laboró en el Poder Judicial y actualmente ejerce la profesión liberal, señalando que: “he escuchado personas cercanas a mi, que me dicen que tengo un año de prohibición para poder litigar como abogada en este Circuito Judicial”. 

I. De la competencia en materia de conflictos de intereses de la Oficina de Cumplimiento. 

De conformidad con el artículo 44 de la ´Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial´, en adelante la Regulación, la Oficina de Cumplimiento tiene su atribución asesora, únicamente en cuanto a la interpretación y aplicación de esta Regulación.  

Sobre el particular, y en atención a la consulta, es necesario realizar varias precisiones: 

· La Regulación de conflictos de intereses del Poder Judicial, es de aplicación para las personas que laboran en esta institución, sea en propiedad, interinas o suplentes, personas meritorias o a quienes desarrollen programas de voluntariado, pasantías y trabajos para fines académicos. (Art. 2 de la Regulación). En este sentido, los deberes, obligaciones y las prohibiciones de la Regulación resultan de aplicación, únicamente, a los sujetos indicados en el numeral 2.   

· Como consecuencia de lo anterior, en lo que respecta a las personas exfuncionarias judiciales, la Regulación contiene una disposición dirigida y que obliga a los servidores y servidoras de la institución. Esta norma se desarrollará más adelante. 

· El tema específico de la consulta está regulado en el Código de deberes jurídicos, morales y éticos del profesional en derecho, instrumento del que se hará mención a continuación, únicamente, para efectos de guía e información, ya que esta Oficina no tiene competencia para la interpretación de ese instrumento. 

II.- Código de deberes jurídicos, morales y éticos del profesional en derecho.

De acuerdo al numeral primero, este Código es un instrumento “de aplicación forzosa para todos los abogados y abogadas que se encuentran autorizados (as) como tales e inscritos (as) en el Colegio de Abogados, salvo que por su situación particular se encuentren bajo otro régimen disciplinario”. 

El Código contiene norma expresa sobre (i) el abogado o la abogada que laboró en la judicatura y la prohibición de patrocinar asuntos que haya conocido y, (ii) la prohibición de patrocinar asuntos que deben ser resueltos en la dependencia donde laboró, estableciendo el plazo de un año. Al respecto, el numeral 62 señala: 

“Artículo 62: Cuando un abogado o abogada haya cesado labores en la judicatura, o en alguna institución pública estatal o no estatal, no deberá patrocinar en asuntos que hubiese conocido en su carácter de funcionario (a). Durante el plazo de un año no podrá patrocinar asuntos que deben ser resueltos en la oficina u órgano donde laboró”. 

La constitucionalidad de esta disposición ha sido cuestionada ante la Sala Constitucional, estableciendo la conformidad de la norma con el derecho de la constitución en los siguientes términos: 

“Efectivamente, si a un abogado, que hubiera cesado labores en la judicatura, se le permitiera patrocinar en asuntos que hubiese conocido cuando fungió como juez, la garantía de la imparcialidad del juez se vería afectada seriamente dada la consecuente disminución en el grado de confianza de los ciudadanos en la objetividad y razonabilidad de las decisiones jurisdiccionales. Así, la norma cuestionada resulta útil para prevenir la corrupción judicial, en la medida que mengua la posibilidad de que un juez emita criterio con base en algún interés externo y no en su íntima convicción jurídica. Por lo demás, la norma cuestionada evita que un abogado litigante goce de una ventaja ilegítima al tener acceso a informaciones y relaciones privilegiadas, en función de su previo desempeño como juez en el caso que anteriormente conoció, y en el que luego pretende patrocinar. Ahora bien, cabe advertir que la norma prohíbe al abogado que cesó labores en la judicatura patrocinar en “asuntos” que antes conoció como juez, es decir, la restricción no se refiere a patrocinar “personas” que hubieran actuado como partes procesales, sino a patrocinar “en asuntos”, esto es, en casos cuya tramitación, resolución o ejecución definitivas no hayan concluido”. (Voto N° 11066 de las 16:33 horas, del 14 de agosto del dos mil doce). 

Como se desprende, el tema consultado se encuentra normado en el Código de deberes jurídicos, morales y éticos del profesional en derecho, instrumento que rige la conducta de las personas agremiadas al Colegio de Abogadas y Abogados de Costa Rica. 

III.- Regulación de conflictos de intereses del Poder Judicial. 

Como se mencionó, la normativa sobre la gestión de los conflictos de intereses en el Poder Judicial contiene una serie de deberes y prohibiciones que son de aplicación a las personas funcionarias judiciales, en los términos del numeral 2 de la Regulación supra citada. 

Por estar de alguna forma relacionado con el objeto de la consulta, es preciso indicar que, en lo que respecta a la atención de las personas ex funcionarias de la institución, la Regulación contiene una disposición sobre el accionar de los servidores y servidoras ante una intervención indebida de un ex funcionario (ia), en los siguientes términos: 

Artículo 40. Intervención indebida de ex servidoras y ex servidores del Poder Judicial en asuntos de conocimiento institucional.

Las personas servidoras del Poder Judicial deberán rechazar cualquier intervención indebida de ex servidoras y ex servidores judiciales dirigida a presentar la defensa de sus propios intereses o de terceras personas que representen en asuntos de conocimiento del Poder Judicial, o que pretendan influir, directa o indirectamente, de manera contraria a la ética y a las regulaciones pertinentes, entre ellas las del Colegio de Abogadas y Abogados, en la decisión de estos, como garantía de imparcialidad y de igualdad en el tratamiento de las y los interesados. Las personas servidoras del Poder Judicial deberán reportar ante el Colegio de Abogadas y Abogados cuando haya elementos suficientes para sospechar la violación a alguna norma que regule el recto y ético ejercicio liberal de la profesión de abogada o abogado”.

De lo anterior se desprende que la Regulación, como norma interna del Poder Judicial, establece parámetros de actuación y de manejo para el personal judicial ante una intervención indebida y contraria a las normas del ético ejercicio liberal de la profesión de las personas ex servidores judiciales, en garantía del tratamiento igualitario, objetivo e imparcial de las partes e intervinientes procesales. 

Por otra parte, y en concordancia a la Regulación de conflictos de intereses del Poder Judicial, el Código de deberes jurídicos, morales y éticos del profesional en derecho, establece una serie de disposiciones para el abogado y la abogada que deben respetar en la interacción con personal judicial, entre ellas, el numeral 54 que indica: 

“Artículo 54: Es prohibido al abogado y a la abogada proponer a funcionarios judiciales, administrativos, públicos o privados, o a personas que laboren en las oficinas o despachos en los que atiendan o tramiten asuntos en razón del ejercicio de su profesión, la comisión de actos incorrectos o ilícitos. Igualmente es prohibido ofrecer o cancelar sumas de dinero a los funcionarios que excedan las tasas por servicios que fijan las disposiciones normativas respectivas”. 

Con toda consideración, suscribe,



Msc. Kennia Alvarado Villalobos

Oficial de Cumplimiento

Poder Judicial
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San José, 



17 



de 



febrero 



de 2021



 



 



Señor



a



:



 



Grettel Montero Cantillo 



 



 



Reciba un respetuoso saludo.



 



 



 



Me refiero a su consulta, realizada a esta Oficina



, vía correo electrónico, el pasado 



10 de febrero de 2022,



 



donde 



explica que laboró en el Poder 



Judicial y actualmente 



ejerce la profesión liberal, señalando que: “



he escuchado personas cercanas a mi, 



que me dicen que tengo un año de prohibición para poder litigar como abogada en 



este Circuito Judicial



”. 



 



I.



 



De la competencia en materia de conflictos de intereses de la Oficina 



de Cumplimiento. 



 



De conformidad con el artículo 44 de la ´



Regulación para la prevención, 



identificación y gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial´, 



en adelant



e la



 



Regulación, 



la Oficina de Cumplimiento tiene su atribución asesora, 



únicamente en cuanto a la interpretación y aplicación de esta 



Regulación



. 



 



 



Sobre el particular, y en atención a la consulta, es necesario realizar varias 



precisiones: 



 



·



 



La Regulación 



de conflictos de intereses del Poder Judicial, es de 



aplicación 



para 



las personas que laboran en e



sta institución, 



sea en 



propiedad, interinas o suplentes, personas meritorias o a quienes 



desarrollen programas de voluntariado, pasantías y trabajos para 



fines 



académicos.



 



(Art. 2 de la Regulación). En este sentido, los 



deberes, 



obligaciones



 



y las prohibiciones de la Regulación resultan de 



aplicación, únicamente, a los sujetos indicados en el numeral 2.   



 



·



 



Como consecuencia de lo anterior, e



n lo que respect



a a las personas 



exfuncionarias judiciales, la Regulación contiene una disposición 



dirigida y que obliga a



 



los servidores y servidoras de la institución. Esta 



norma 



se desarrollará más adelante. 
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Poder Judicial, República de Costa Rica



San José, 03 de marzo de 2022



Oficio N° 010-CO-OC-2022



Señora:

Cindy Campos Coto

Jueza Coordinadora

Juzgado de Pensiones Alimentarias y Contra la Violencia Doméstica 

Escazú

Poder Judicial de Costa Rica





Reciba un respetuoso saludo.



 	Me refiero a su consulta realizada a esta Oficina mediante correo electrónico institucional, en fecha 21 de febrero de 2022, donde, en lo conducente, expone que un exfuncionario, quien ocupó el cargo de coordinador judicial y dejó de laborar hace un año y diez meses aproximadamente, actualmente se encuentra litigando en el despacho y específicamente realiza diligencias en un expediente “en el cual mientras laboraba en este despacho, realizó resoluciones, confeccionó órdenes de apremio, así como estudios de Caja y tesorería”



Aunado a lo anterior, indica la señora jueza Campos Coto, que su salida obedeció a que no se le nombró en propiedad, lo cual generó que formulara “una serie de quejas ante las juezas y personal del despacho”, las cuales se declararon sin lugar.

 

I.               Objeto de la consulta



Con base en el anterior contexto, la Jueza Campos Coto consulta si se presenta un conflicto de interés en el expediente en el que intervino el ex servidor mientras laboraba en el despacho.

 

 

II.             De la Oficina de Cumplimiento y su competencia en materia de conflictos de interés.



De conformidad con el artículo 44 de la ´Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial´, en adelante la Regulación, la Oficina de tiene dentro de sus competencias, atribución asesora en cuanto a la interpretación y aplicación de esta Regulación, por lo que de esta manera es que nos referiremos.





III.           Consideraciones previas

 

Respecto al tema que se consulta, esta Oficina en sus criterios N°036-CO-OC-2021, del 2 de noviembre de 2021, y oficio N°007-CO-OC-2022, del 17 de febrero de 2022, abordó asuntos en similar sentido -con algunas diferencias-, siendo necesario, de previo a responder concretamente, realizar las siguientes precisiones:

 

a) La Regulación de conflictos de intereses del Poder Judicial, conforme su artículo 2, rige para las personas que laboran en esta institución, independientemente de su tipo de nombramiento, sea en propiedad, interinas o suplentes, personas meritorias o a quienes desarrollen programas de voluntariado, pasantías y trabajos para fines académicos, tipo de puesto o remuneración. Ergo, los deberes, las obligaciones y las prohibiciones de la Regulación resultan de aplicación, únicamente, a los sujetos indicados en este numeral.  



b) Derivado de lo anterior, encontramos que, en lo que respecta al ejercicio liberal de la profesión de personas exfuncionarias judiciales, lo que se haya ordenado en el artículo 40 de la Regulación, es el deber -como obligación- que tienen los servidores y servidoras judiciales de denunciar las conductas contrarias a la ética o a los cánones atinentes al ejercicio profesional, ante la instancia pertinente. Esta norma se desarrollará en apartado más adelante.



c) El tema concreto de su consulta; en lo estrictamente concerniente al ejercicio liberal de la profesión de abogado o abogada; se encuentra regulado en el Código de deberes jurídicos, morales y éticos del profesional en Derecho, del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, instrumento del que se hará mención, únicamente, a efectos de guía u orientación, ya que el órgano competente para interpretar, aplicar y resolver con base en este instrumento ético-normativo, es el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, quedando fuera de esta Oficina cualquier atribución asesora respecto a esta materia específica. 

 

IV. Sobre las obligaciones de las personas funcionarias judiciales ante la intervención indebida de personas ex servidoras del Poder Judicial.



	Aclarado el ámbito de aplicación de la Regulación, importa señalar también que esta normativa contiene una serie de deberes y prohibiciones que impone a los y las servidoras judiciales la obligación de estar vigilantes y rechazar cualquier intervención indebida de ex servidores o ex servidoras judiciales, de manera directa o indirecta, cuando su conducta sea contraria a la ética que rige el ejercicio de la profesión, en los siguientes términos:



“Artículo 40. Intervención indebida de ex servidores y ex servidoras del Poder Judicial en asuntos de conocimiento institucional. Las personas servidoras del Poder Judicial deberán rechazar cualquier intervención indebida de ex servidoras y ex servidores judiciales dirigida a presentar la defensa de sus propios intereses o de terceras personas que representen en asuntos de conocimiento del Poder Judicial, o que pretendan influir, directa o indirectamente, de manera contraria a la ética y a las regulaciones pertinentes, entre ellas las del Colegio Abogadas y Abogados, en la decisión de estos, como garantía de imparcialidad y de igualdad en el tratamiento de las  y los interesados. Las personas servidoras del Poder Judicial deberán reportar ante el Colegio de Abogadas y Abogados cuando haya elementos suficientes para sospechar la violación a alguna norma que regule el recto y ético ejercicio liberal de la profesión de abogada o abogado.”

 

Del enunciado anterior se colige que lo que opera - para el caso de la consulta-, es un deber de la persona funcionaria judicial de supervisar, vigilar, detectar, rechazar y denunciar cualquier conducta desplegada por un profesional en derecho, que sea contraria a la ética e integridad en el ejercicio liberal de la profesión, imperativo que tiene la finalidad de impedir cualquier ventaja indebida. 



Este deber se encuentra fundado en motivos éticos-jurídicos, para el resguardo y “protección de la función pública e impedir las situaciones en las que el funcionario pueda verse afectado o imposibilitado para realizar sus deberes con eficiencia, imparcialidad e independencia, o aquéllas en donde haya un conflicto de intereses.” (Véase voto de la Sala Constitucional número 2628-2009del 18 de febrero de 2009) (negrita para resaltar); así como para el aseguramiento de la integridad, imagen y credibilidad institucional; estableciéndose el deber de denuncia ante la ocurrencia de faltas al ejercicio ético de la profesión de las personas litigantes, quienes en principio deben conducirse dentro de los márgenes normativamente instituidos.  



En esta línea, esta dependencia señaló en su criterio N°036-CO-OC-2021, del 2 de noviembre de 2021, que se desprende que “[…] la Regulación, como norma interna del Poder Judicial, establece parámetros de actuación y de manejo para el personal judicial ante una intervención indebida y contraria a las normas del ético ejercicio liberal de la profesión de las personas ex servidores judiciales, en garantía del tratamiento igualitario, objetivo e imparcial de las partes e intervinientes procesales. Por otra parte, y en concordancia a la Regulación de conflictos de intereses del Poder Judicial, el Código de deberes jurídicos, morales y éticos del profesional en derecho, establece una serie de disposiciones para el abogado y la abogada que deben respetar en la interacción con personal judicial, entre ellas, el numeral 54 que indica: 

“Artículo 54: Es prohibido al abogado y a la abogada proponer a funcionarios judiciales, administrativos, públicos o privados, o a personas que laboren en las oficinas o despachos en los que atiendan o tramiten asuntos en razón del ejercicio de su profesión, la comisión de actos incorrectos o ilícitos. Igualmente es prohibido ofrecer o cancelar sumas de dinero a los funcionarios que excedan las tasas por servicios que fijan las disposiciones normativas respectivas”. […]”



Como se desprende de lo expuesto, dado que la Regulación de conflictos de intereses solo tiene alcance sobre el personal judicial, lo que norma este instrumento es el deber de rechazar y denunciar cualquier intervención indebida en busca de una ventaja injustificada y contraria a la ética que rige el correcto ejercicio de la profesión liberal por parte de las personas exservidoras.  





IV. Sobre el Código de deberes jurídicos, morales y éticos del profesional en Derecho, del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica.





Como ya se mencionó, el tema concreto de la consulta; en lo estrictamente concerniente al ejercicio liberal de la profesión de abogado o abogada; se encuentra regulado en el Código de deberes jurídicos, morales y éticos del profesional en Derecho, del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. Haremos referencia a ese instrumento, únicamente, a efectos de guía u orientación, ya que el órgano competente para interpretar, aplicar y resolver con base en este instrumento ético-normativo, es el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, quedando fuera de esta Oficina cualquier atribución asesora respecto a esta materia específica. 



Aclarado lo anterior, es preciso mencionar que esta Oficina atendió una consulta similar al presente caso, y dada la estrecha vinculación, procedemos a transcribir en lo que interesa, lo indicado mediante criterio N°036-CO-OC-2021:



“[…] De acuerdo al numeral primero, este Código es un instrumento “de aplicación forzosa para todos los abogados y abogadas que se encuentran autorizados (as) como tales e inscritos (as) en el Colegio de Abogados, salvo que por su situación particular se encuentren bajo otro régimen disciplinario”. 

El Código contiene norma expresa sobre (i) el abogado o la abogada que laboró en la judicatura y la prohibición de patrocinar asuntos que haya conocido y, (ii) la prohibición de patrocinar asuntos que deben ser resueltos en la dependencia donde laboró, estableciendo el plazo de un año. Al respecto, el numeral 62 señala: 

“Artículo 62: Cuando un abogado o abogada haya cesado labores en la judicatura, o en alguna institución pública estatal o no estatal, no deberá patrocinar en asuntos que hubiese conocido en su carácter de funcionario (a). Durante el plazo de un año no podrá patrocinar asuntos que deben ser resueltos en la oficina u órgano donde laboró”. 

La constitucionalidad de esta disposición ha sido cuestionada ante la Sala Constitucional, estableciendo la conformidad de la norma con el derecho de la constitución en los siguientes términos: 

“Efectivamente, si a un abogado, que hubiera cesado labores en la judicatura, se le permitiera patrocinar en asuntos que hubiese conocido cuando fungió como juez, la garantía de la imparcialidad del juez se vería afectada seriamente dada la consecuente disminución en el grado de confianza de los ciudadanos en la objetividad y razonabilidad de las decisiones jurisdiccionales. Así, la norma cuestionada resulta útil para prevenir la corrupción judicial, en la medida que mengua la posibilidad de que un juez emita criterio con base en algún interés externo y no en su íntima convicción jurídica. Por lo demás, la norma cuestionada evita que un abogado litigante goce de una ventaja ilegítima al tener acceso a informaciones y relaciones privilegiadas, en función de su previo desempeño como juez en el caso que anteriormente conoció, y en el que luego pretende patrocinar. Ahora bien, cabe advertir que la norma prohíbe al abogado que cesó labores en la judicatura patrocinar en “asuntos” que antes conoció como juez, es decir, la restricción no se refiere a patrocinar “personas” que hubieran actuado como partes procesales, sino a patrocinar “en asuntos”, esto es, en casos cuya tramitación, resolución o ejecución definitivas no hayan concluido”. (Voto N° 11066 de las 16:33 horas, del 14 de agosto del dos mil doce). […]”

Para mayor abundamiento, considerando que puede ser de interés para la parte consultante, es preciso señalar que respecto a la primera parte del numeral 62 en mención – sobre la prohibición de patrocinar en asuntos que hubiese conocido en su carácter de funcionario (a)-, la Sala Constitucional en su voto N°11066- 2012 y resolución N°02184-2021 del 03 de febrero de 2021, señaló  que esta restricción o prohibición para “representar  “asuntos” que antes se conoció en calidad de servidor o servidora judicial, refiere a “patrocinar” en asuntos o en casos cuya tramitación, resolución o ejecución definitivas no hayan concluido”, y no va dirigido hacia las “personas” que hubieran actuado como partes procesales.

 

En lo atinente a la segunda parte del artículo 62 citado, esta Oficina señaló en su criterio N°036-CO-OC-2021 que “[…] la Sala Constitucional refirió en los votos supra citados, que esta imposición no resulta una limitación al artículo 56 de la Constitución Política, sino que se trata de una restricción razonable “tendente a proteger la objetividad y la imparcialidad del servidor, quien se ve liberado de conocer asuntos durante el plazo de un año dirigidos por su antiguo superior, evitándose entonces el conflicto de intereses”, y que dicho plazo es una consecuencia lógica y necesaria de la primera parte del artículo 62 de este Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos. (En igual sentido, véase voto de la Sala Constitucional N°02184-2021 del 03 de febrero de 2021) […]” (negrita y subrayado para resaltar)



Finalmente, debe hacerse hincapié que si bien, los votos aludidos hacen referencia a los supuestos donde un ex servidor o ex servidora judicial fungió como juzgador o defensor público, es lo cierto que en la gestión de  administración de justicia participa personal de apoyo, por ejemplo, que dada la propia naturaleza de funciones, el puesto y acceso a la información de carácter privado y confidencial, la legislación regula que contra este personal auxiliar pueden invocarse los motivos de impedimento y recusación, y la posibilidad de ser sustituidos para un caso concreto. Lo anterior, en garantía del principio de imparcialidad, objetividad e independencia que debe regir el quehacer judicial. 



Véase lo dispuesto en el numeral 31 de la Ley Orgánica del Poder Judicial: 



Artículo 31.- A falta de regla expresa sobre impedimentos, excusas y recusaciones, se estará a lo dispuesto en el Código Procesal Civil, en cualquier materia, salvo en la jurisdicción constitucional la cual se regirá por sus propias normas y principios.



Los motivos de impedimento y recusación, previstos en los códigos y leyes procesales, comprenden a los servidores judiciales, incluso a los auxiliares y administrativos que, de algún modo, deban intervenir en el asunto, debiendo ser sustituidos para el caso concreto.



Esta exigencia de probidad que alcanza a todo funcionario público es desarrollada por la Sala Constitucional en su voto N° 00868-2014 del 22 de enero de 2014, explicando que el “servicio público justicia también se presta mediante la intervención de servidores de apoyo que, aunque no administran justicia en sentido estricto, cumplen funciones importantes para la buena prestación de este servicio público”, por lo que no tendría ningún sentido, resguardar la imparcialidad de la persona juzgadora, sin asegurar la exigencia de probidad, las relaciones e intereses de las otras personas funcionarias judiciales que intervienen en la gestión y tramitación de las causas.(negrita para dar énfasis)



 Con relación al significado de probidad, véase que la Sala Constitucional, lo conceptualizó como “[…]sinónimo de rectitud o integridad; y por "honradez", se entiende la calidad de honrado, lo cual implica que procede con rectitud en el ánimo e integridad en el obrar; en virtud de lo cual, es un principio general que todas las labores que impliquen el ejercicio de la profesión, en este caso del derecho, deben ser ejecutadas o realizadas con la mayor rectitud, integridad y honradez. Obviamente no se describen conductas particulares, pero ello no hace inconstitucional la norma, toda vez que resulta imposible para la ley determinar todas y cada una de las posibles faltas a estos deberes (honradez y probidad), por cuanto las posibilidades de su infracción son infinitas […]” (Sala Constitucional, resoluciones  N° 09685-2001, N° 12374-2012, N°03318-2021 y N°5469-2021)  (negrita y subrayado para hacer énfasis)



   

IV.           Conclusión.



A partir de la consulta se desprende las siguientes conclusiones:

1- La probidad, es un deber ético-jurídico inherente a toda las profesiones y partes involucradas o vinculadas en el giro del buen servicio de administración de justicia.  Cada parte que compone el ejercicio de la adecuada actividad administrativa, cumplen funciones importantes para la buena prestación de este servicio público, por lo que cobra real sentido, resguardar y asegurar las relaciones e intereses de las personas servidoras judiciales y partes involucradas.





2- Conforme a los ordinales 10 y 40 de la Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, se impone el deber de la persona funcionaria judicial de supervisar, vigilar, detectar, rechazar y denunciar ante la sospecha, debidamente fundada, de irregularidades,  violaciones o cualquier conducta desplegada por una persona profesional en derecho, que sea contraria a la ética e integridad en el ejercicio liberal de la profesión de abogada o abogado; ante el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, con el fin de garantizar la consecución de la satisfacción del interés general



3- El tema consultado se encuentra específicamente normado en el Código de deberes jurídicos, morales y éticos del profesional en Derecho, del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, instrumento que rige el ejercicio ético de la profesión de las personas agremiadas al Colegio de Abogadas y Abogados de Costa Rica. 

4- Es así que, en cumplimiento del ordinal 40 de la Regulación, y al tenor de lo dictado artículo 62 del Código de deberes jurídicos, morales y éticos del profesional en Derecho, del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, corresponde a la jefatura o superior inmediato determinar si su Despacho enfrenta una situación que debe ser denunciada ante este Colegio de Profesionales para su adecuada gestión y reacción, ante una posible falta a la ética y probidad. 



5- En este sentido, se aporta, para lo que corresponda, los contactos de la Fiscalía del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, órgano competente para dar trámite y resolver conforme a derecho corresponde: fiscaliarecepcion@colabogados.cr ; fiscaliarecepcion2@colabogados.cr ; rhernandezv@colabogados.cr . 



               

Sin otro particular sobre el asunto, suscribe, 

 







MSc. Kennia Alvarado Villalobos

Oficial de Cumplimiento

kalvaradov@poder-judicial.go.cr

____________________________________________________________________________

           (506) 2295-3844 o 2295-3164                                                oficinacumplimiento@poder-judicial.go.cr
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		Oficina de Cumplimiento 

		



		

		

		036-CO-OC-2021









San José, 2 de noviembre de 2021

Al contestar refiérase al oficio

 N° 036-CO-OC-2021



Señor:

Dr. Carlos Humberto Góngora Fuentes

Juez Coordinador

Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda

Poder Judicial de Costa Rica



Reciba un respetuoso saludo.

 

Me refiero a su consulta, realizada a esta Oficina mediante oficio N° 025-TPCA-2021, del 7de octubre de 2021, donde en lo conducente, expone las siguientes situaciones: 

“1) Caso 1. Persona Juzgadora Jubilada que litiga actualmente en el Despacho. 

· La Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, resolvió en cinco expedientes de nuestro despacho sus respectivos recursos de casación, en los cuales, se ordena -en lo medular- el dictado nuevamente de la sentencia. Las sentencias de rito fueron dictadas por una Sección del Tribunal cuya persona ponente, se encuentra en este momento disfrutando de su jubilación, desde hace más de un año, sin embargo, dicha persona muestra anuencia de cumplir con lo solicitado. En esta tesitura, debe advertirse que dicha persona excolaboradora de la institución, se encuentra litigando en el despacho en otros procesos.

2) Caso 2. Persona Juzgadora Suplente que litiga actualmente en el Despacho. 

· En la lista de personas juzgadoras suplentes y/o elegibles, se encuentran personas que actualmente se desempeñan también como abogados (as) que litigan en el Despacho”.

Como se desprende de lo señalado supra, el Dr. Góngora Fuentes, Coordinador del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, expone dos supuestos de hecho diferentes, solicitando criterio técnico-especializado para identificar posibles conflictos de intereses, así como la recomendación sobre las medidas o procedimientos que, como jefatura del despacho judicial, debe tomar en aseguramiento de la “imparcialidad e independencia judicial, principio de juez natural, así como una prestación accesible al justiciable en un ámbito de ética pública y dentro del sistema de control y atención de riesgos”. 

En síntesis, el Dr. Góngora expone dos casos, basado en el siguiente marco fáctico, a saber: 

· Supuesto de hecho 1: El caso de una persona juzgadora jubilada -hace más de un año- que fue ponente en unas causas donde se ha ordenado el dictado del fallo nuevamente, y se encuentra anuente a redactar las sentencias. Agrega que esta persona jubilada también litiga en el Despacho. 



· Supuesto de hecho 2: Personas que coinciden por integrar la lista de suplentes y/o elegibles y al mismo tiempo litigan en el Despacho. 



I. De la competencia en materia de conflictos de intereses de la Oficina de Cumplimiento. 

De conformidad con el artículo 44 de la ´Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial´, en adelante la Regulación, la Oficina de Cumplimiento tiene su atribución asesora, únicamente en cuanto a la interpretación y aplicación de esta Regulación, correspondiendo a las jefaturas la resolución de la gestión planteada.  

Cabe agregar que el criterio se basa en el supuesto de hecho referido en el escrito del consultante, con la salvedad de que, en esta materia de naturaleza casuística, en cada caso concreto debe hacerse la respectiva valoración. 



II.- Sobre el papel de las jefaturas en la gestión del riesgo de conflicto de intereses. 

De previo a emitir el criterio solicitado, se considera importante destacar que la Regulación establece una serie de obligaciones a cargo de las jefaturas en la debida identificación, trámite y resolución de situaciones de conflicto de intereses del personal, conforme lo señala el numeral 11 de la Regulación, enunciado que establece que las jefaturas desempeñan un papel fundamental en la gestión del riesgo de conflictos de intereses del personal a cargo. 

Entre las obligaciones de las personas coordinadoras, se puede citar: (i) determinar las principales causas que podrían generar este tipo de riesgos en el personal -inciso a del numeral 11-, asimismo, (ii) estar vigilantes para identificar situaciones de conflictos de intereses que pueda afectar el desempeño de las funciones encomendadas -numeral 11 inciso d- y, (iii) tomar las medidas adecuadas para prevenir estas situaciones y darles solución -numeral 11 inciso c-. 

En resumen, en materia de conflictos de intereses, a las jefaturas les corresponde la gestión de riesgos que amenacen el adecuado desarrollo de las actividades del órgano a cargo, labor que encuentra sustento en lo dispuesto en la Ley General de Control Interno, que señala en parte que interesa lo siguiente: 

“Artículo 12.- Deberes del jerarca y de los titulares subordinados en el sistema de control interno. En materia de control interno, al jerarca y a los titulares subordinados les corresponde cumplir, entre otros, los siguientes deberes: 

a) Velar por el adecuado desarrollo de la actividad del ente o del órgano a su cargo.

b) Tomar de inmediato las medidas correctivas, ante cualquier evidencia de desviaciones o irregularidades. 

(…)”. 

En este sentido, la gestión que realiza el Dr. Carlos Góngora, como Coordinador del Despacho se enmarca dentro de las funciones de supervisión y vigilancia para el aseguramiento de la gestión judicial y el servicio público, cuyo enfoque preventivo resulta el adecuado a efectos de evitar la materialización del riesgo detectado que conlleve un daño a las garantías y valores que rigen el ejercicio de la función pública, como bien lo indica en su escrito. 



III.- Primer supuesto. Persona jubilada que litiga en el Despacho actualmente, y que está anuente a emitir sentencia en casos en los que fue el juez ponente. 

El Dr. Góngora Fuentes explica el caso de una persona juzgadora jubilada -hace más de un año- quien fue ponente en unas causas donde se ha ordenado el dictado del fallo nuevamente, siendo que este ex juez jubilado se encuentra anuente a redactar las sentencias. Agrega que esta persona jubilada también litiga en el Despacho.

Lo primero que debe decirse es que, con la jubilación, la persona pierde la competencia que ostentaba para ejercer la función pública; en consecuencia, no podría prestar el servicio público -redacción de sentencias-, aunque esté anuente. Recuérdese que, conforme al numeral 111 de la Ley General de Administración Pública -y 2 de la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito de la función pública-, el funcionario(a) público es aquella “persona que presta sus servicios a la Administración o a nombre y por cuenta de ésta, como parte de su organización, en virtud de un acto válido y eficaz de investidura”, ergo, con el cese de la relación laboral, la persona pierde la condición que lo determinaba como funcionario(a) público. 

Este concepto de funcionario(a) público y su necesaria investidura, sin embargo, debe ser considerado a la luz de lo dispuesto en el Código Procesal Civil, que en lo atinente señala: 

“ARTÍCULO 60.- Resoluciones en tribunales colegiados. 

60.1 Competencia e imposibilidad para resolver.
En los asuntos que se deban resolver después de una audiencia, la deliberación, votación, redacción y validación de la resolución corresponderá a los integrantes que hayan asistido a esta, aunque después hubieran dejado de ejercer sus funciones en el tribunal por traslado, ascenso, vencimiento del nombramiento, jubilación o renuncia. Estarán imposibilitados de participar quienes sean suspendidos o hayan dejado su cargo por otros motivos.

Si después de la audiencia se imposibilitara alguno de los miembros, de tal manera que no pueda asistir a la discusión y votación, los restantes tomarán las medidas pertinentes para realizar la deliberación, incluso, trasladándose al lugar donde se encuentre el integrante imposibilitado o utilizando medios tecnológicos que permitan la decisión. Si no fuera factible integrar al imposibilitado, se decidirá el asunto por los demás que hubieran asistido a la audiencia, si pueden formar mayoría; caso contrario, se procederá conforme a lo dispuesto para la discordia”. (El destacado no es del original).



Ahora bien, conforme al supuesto de hecho descrito, es claro que tampoco nos encontramos ante la figura de un funcionario ad honorem[footnoteRef:1], pues para que ejerzan la función pública y cuente con los mismos derechos y obligaciones que cualquier servidor público y actúe a nombre y por cuenta de la Administración, deben ser nombrados en ese carácter.  [1:  Sobre funcionario ad honorem, véase el Dictamen N.° C-148-2013 del 6 de agosto del 2013, y Dictamen N.° C-203-2012 del 21 de agosto del 2012, ambos de la Procuraduría General de la República.] 


A todo lo anterior, es importante señalar que, aunque existiera la posibilidad de investir a la persona jubilada – sea en razón del numeral 60 del CPP o en la figura del funcionario ad honorem- de las competencias inherentes al cargo para el desempeño de la labor jurisdiccional a efectos de emitir las sentencias en los asuntos en los que participó como ponente cuando aún era Juez, surge otra situación que debe ser ponderada conforme a la regulación de conflictos de intereses, dado su ligamen al Despacho desde otra posición, el ejercicio liberal de la profesión. 

 La regulación de conflictos de intereses es un instrumento que procura el “aseguramiento de la imparcialidad y la probidad en el ejercicio de sus funciones y en la satisfacción del interés público” (art. 1), reglamento que es de aplicación a toda persona que presta servicios a la institución -sea en forma remunerada o no- (art. 2). Importante definir, que un conflicto de intereses es aquella situación en la que colisiona el interés personal y el deber público, siendo que el interés particular tiene la capacidad de influir indebidamente en el ejercicio de los deberes y responsabilidades del cargo (art. 3). 

En esta tesitura, es importante hacer mención a los principios fundamentales para el manejo de situaciones de conflicto de intereses, entre los que se citan:

	“Artículo 6. Principios esenciales para el manejo de los conflictos de interés. 

Las personas servidoras judiciales y las autoridades encargadas de la gestión de los conflictos de interés en el Poder Judicial, frente a los problemas de este tipo, deben observar los siguientes principios: 

(…) 

-Imparcialidad e independencia: se debe privilegiar la independencia e imparcialidad en la gestión de las funciones, como medio para asegurar su efectivo cumplimiento y la satisfacción del interés general.

-Protección de la confianza y credibilidad de la función judicial: la desconfianza y el desprestigio se deben evitar, por los responsables en cada caso concreto, mediante la adopción de medidas efectivas y oportunas que den solución a los conflictos de interés de las personas servidoras judiciales y tutelen la imagen de imparcialidad e integridad del Poder Judicial, con apego a la ley”.

A lo señalado, debe hacerse mención a la definición de conflictos de intereses aparentes. Un “conflicto de interés aparente es aquella situación en la que, en sentido estricto, no aplica un supuesto basado en un elemento objetivo que determine la obligación de abstención; pero la circunstancia es percibida -de forma razonable- en el sentido de que la imparcialidad u objetividad de las decisiones que deban adoptarse en un caso podría encontrarse afectada. Si bien estas situaciones de conflicto “aparente” no pueden asimilarse a las situaciones prohibidas (ni tienen sus mismas consecuencias), de todos modos, deben ser gestionadas en forma transparente”[footnoteRef:2]. [2:  Criterio emitido por la Oficina de Cumplimiento mediante oficio 033-CO-OC-2021.] 


Sobre el particular, la Procuraduría General de la República, en la Opinión Jurídica OJ081-J, del 29 de octubre de 2012, ha señalado: 

“Por último, los conflictos de interés aparentes son aquellos donde se puede sospechar la presencia de un conflicto, lo cual afecta la imagen del servidor público, en particular, y la confianza en el aparato gubernamental, en general.” ARELLANO GAULT y otro. “Prevención y control de conflictos de interés: Lecciones para la Administración Pública Federal en México a partir de la experiencia internacional”, En: Estado, Gobierno, Gestión Pública, Revista Chilena de Administración Pública, Nº 10, dic. 2007, p. 76.” (El destacado no es del original)

Retomando la consulta planteada por el Dr. Góngora, sobre la persona que está anuente a dictar sentencias en casos puntuales, resulta claro que compartiría múltiples condiciones, todas vinculadas con el Despacho, a saber: 

· Ex juez de esa oficina.

· Persona jubilada.

· Abogado litigante y, 

· ex funcionario (juzgador) que administraría justicia en algunos casos puntuales, esto en el supuesto de que dicte los fallo donde fue ponente siendo servidor activo. 

Como se colige de todo lo expuesto, el vínculo con el Despacho que ahora mantiene la persona ex funcionaria, actualmente jubilada, y desde el ejercicio liberal de la profesión resulta una situación susceptible de generar un conflicto de interés aparente, incluso con independencia de que la persona sea llamada a dictar sentencia, toda vez que los diferentes vínculos que reúne – persona jubilada y litigante del mismo despacho-, constituye una circunstancia con capacidad de ser percibida -de forma razonable- en desmérito de la imparcialidad u objetividad de las decisiones judiciales que deban adoptarse, percepción que recaería igualmente sobre la instancia judicial.

En lo que respecta al conflicto de intereses aparente, es importante destacar que aunque surge de una circunstancia en la que no aplica un supuesto basado en un elemento objetivo que determine la obligación de abstención; como podría ser la causal por  un vínculo familiar, una relación afectiva, un interés personal, debe existir una situación concreta y puntual que haga surgir, con grado de razonabilidad para un tercero observador, la percepción de que la imparcialidad y objetividad en la actividad se ve afectada. 

En el caso que nos ocupa, esa situación concreta y puntual lo representa la doble condición de la persona, sea ex colaborador jubilado y litigante del mismo Despacho, de forma que la intervención para dictar sentencias – aun contando con nombramiento para ello-, tiene la entidad para ser percibida como atentatoria de la imparcialidad y objetividad que debe regir el ejercicio de la función pública, predicado que incide en la confianza del órgano judicial. 

En esa tesitura, el numeral 12 inciso 16 del Código Procesal Civil, establece como causal de impedimento: “La existencia de circunstancias que den lugar a dudas justificadas respecto de su imparcialidad u objetividad”. En igual sentido, el inciso 11 del artículo 9 de la Regulación, establece la misma razón de abstención en idénticos términos[footnoteRef:3]. [3:  Artículo 9 inciso 11 de la Regulación: “La existencia de circunstancias que den lugar a dudas justificadas respecto de su imparcialidad u objetividad”.
] 


Este marco regulatorio se ve fortalecido a la luz de la regulación del Colegio de Abogadas y Abogados de Corta Rica, según se verá a continuación.  

En resguardo de la exigencia en el ejercicio ético de la profesión, el artículo 62 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho señala que “Cuando un abogado o abogada haya cesado labores en la judicatura, o en alguna institución pública estatal o no estatal, no deberá patrocinar en asuntos que hubiese conocido en su carácter de funcionario (a). Durante el plazo de un año no podrá patrocinar asuntos que deben ser resueltos en la oficina u órgano donde laboró.”

Como se desprende, el enunciado ético- jurídico citado, presenta dos supuestos de obligatorio acatamiento por parte del abogado(a) que cesa sus labores en la judicatura, a saber: 

· en primer lugar, la prohibición de patrocinar en asuntos que conoció en su carácter de funcionario o funcionaria judicial; y, 

· en segundo lugar, la prohibición de patrocinar asuntos por el plazo de un año, en la oficina u órgano donde laboró.

Relacionado con la primera parte del numeral 62 en mención, la Sala Constitucional declaró este párrafo constitucional, señalando que no se está frente a una sanción, sino que se trata de una restricción o prohibición para “patrocinar en “asuntos” que antes conoció como juez, es decir, la restricción no se refiere a patrocinar “personas” que hubieran actuado como partes procesales, sino a “patrocinar” en asuntos, esto es, en casos cuya tramitación, resolución o ejecución definitivas no hayan concluido”. Esto por cuanto, la imparcialidad del juez constituye un elemento básico del sistema democrático, cuya vulneración afecta la esencia misma de la legitimación de nuestro régimen político. 

Al respecto, el Tribunal constitucional indicó: “[…] Efectivamente, si a un abogado, que hubiera cesado labores en la judicatura, se le permitiera patrocinar en asuntos que hubiese conocido cuando fungió como juez, la garantía de la imparcialidad del juez se vería afectada seriamente dada la consecuente disminución en el grado de confianza de los ciudadanos en la objetividad y razonabilidad de las decisiones jurisdiccionales. Así, la norma resulta útil para prevenir la corrupción judicial, en la medida que mengua la posibilidad de que un juez emita criterio con base en algún interés externo y no en su íntima convicción jurídica […]”. Por otra parte, con esta norma, se “[…] evita que un abogado litigante goce de una ventaja ilegítima al tener acceso a informaciones y relaciones privilegiadas, en función de su previo desempeño como juez en el caso que anteriormente conoció, y en el que luego pretende patrocinar […]”. (En este sentido, véase voto de la Sala Constitucional N°11066-2012 del 14 de agosto de 2012 y N°02184-2021del 03 de febrero de 2021)

 En lo atinente a la segunda parte del artículo 62 citado, la Sala Constitucional refirió que esta imposición  no resulta una limitación al artículo 56 de la Constitución Política, sino que se trata de una restricción razonable “tendente a proteger la objetividad y la imparcialidad del servidor, quien se ve liberado de conocer asuntos durante el plazo de un año dirigidos por su antiguo superior, evitándose entonces el conflicto de intereses”, y que dicho plazo es una consecuencia lógica y necesaria de la primera parte del artículo 62 de este Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos. (En igual sentido, véase voto de la Sala Constitucional N°02184-2021 del 03 de febrero de 2021)

Se realiza esta acotación, toda vez que ante la práctica que establece el Dr. Góngora por parte de jueces que cesaron labores en la judicatura, se debe tener claridad respecto de las condiciones en las que pueden ejercer la profesión en el Despacho donde laboraron, todo lo cual, debe asegurarse a efectos de evitar ventajas indebidas, y garantizar la objetividad e imparcialidad de las decisiones jurisdiccionales. 



IV.- Segundo caso: Personas que coinciden por integrar la lista de suplentes y/o elegibles y al mismo tiempo litigan en el Despacho. 



En un segundo apartado, el Dr. Góngora Fuentes, plantea que dentro de la lista de personas juzgadores suplentes y/o elegibles, hay personas que ejercen la profesión en el mismo despacho. 

	Basados en los argumentos esgrimidos en el anterior apartado, es susceptible inferir que, a criterio de esta instancia, la exposición del señor Coordinador del Despacho, sobre la actuación de las personas con doble condición, sea de litigantes y jueces suplentes en el mismo despacho, hace ver una situación plausible y razonable, con incidencia en la garantía de imparcialidad y objetividad en el ejercicio de la función pública, que al mismo tiempo es susceptible de impactar la percepción sobre el órgano judicial. 

Sin embargo, no puede desconocerse que en lo concerniente a la integración de listas de personas juzgadoras elegibles y/o suplentes, este proceso es resorte de la instancia encargada de la selección y reclutamiento del personal en la institución. 

A propósito de ello, lo que resulta importante destacar es que la Regulación de conflictos de intereses establece obligaciones puntuales a las autoridades encargadas de la selección de personal a efectos de introducir en esos procesos esta materia para determinar la condición de idoneidad de las personas aspirantes a un puesto. Es decir, las autoridades encargadas del proceso de selección de personal se constituyen en sujetos obligados de la Regulación, conforme el numeral 13 que establece:

“Artículo 13. Consideración de los conflictos de interés en procesos de selección de personal.

Las autoridades a cargo de los procesos de selección o movimientos de personal deberán adoptar medidas que les permitan identificar eventuales situaciones de conflictos de interés, que puedan afectar a aspirantes a puestos en el Poder Judicial, y valorar su relevancia en aras de determinar su condición de idoneidad. Además, deberán tener especial cuidado en el aseguramiento del cumplimiento de las causales de inelegibilidad previstas en la ley para la prevención de los conflictos de interés”.

En este sentido, atendiendo la consulta planteada, esta Oficina procederá a realizar gestión ante la autoridad competente, a efectos de que se analice la circunstancia planteada y su conformidad con la Regulación de conflictos de intereses, en los términos señalados en el numeral 13 citado, diligencia de la que se le mantendrá informado. 



Con toda consideración, suscribe,
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		COMISIÓN DE TRANSPARENCIA

PODER JUDICIAL DE COSTA RICA



		SESIÓN ORDINARIA MES DE FEBRERO



		I.                  INFORMACION GENERAL DE LA REUNION:



		FECHA

		LUGAR

		HORA INICIO

		HORA FINAL



		24 de febrero de 2022

		Virtual, plataforma Teams

		14:30 horas

		16:00 horas



		ASISTENTES 

		

Comisión de Transparencia 

· Magistrada Patricia Solano Castro, Sala Tercera, quien preside

· Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Sala Segunda 

· Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Sala Primera

· Sra. Sara Arce Moya, Fiscal Subrogante

· Sr. Walter Espinoza Espinoza, Director del Organismo de Investigación Judicial

· Sra. Siria Carmona, Tribunal de la Inspección Fiscal. 

· Sr. Hugo Hernández Alfaro, Jefe de la Oficina de Control Interno

· Sra. Nacira Valverde Bermúdez, Directora de la Dirección de Planificación.

· Sr.  Jason Alfaro Carballo, Tribunal de la Inspección Fiscal 



Oficina de Cumplimiento 

· Sra. Kenia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento 

· Sra. Catalina Blanco Sánchez

· Sr. Randall Zúñiga Palacios



Ausente: 

· Magistrado Jorge Araya García, Sala Constitucional



· Sra. Dinorah Álvarez Acosta, Consejo Superior



Invitados: 



· Gerardo Solís Sequeira. Director Académico del Colegio de Abogados 



  



		



AGENDA:



		Artículos:



I. Aprobación del acta de la sesión ordinaria realizada el 18  de enero de 2022. 

II. Conformación de grupo de trabajo para revisión del reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial

III. Presentación del Módulo de Conflictos de Interés del Curso de Deontología Jurídica del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. A cargo del Msc. Hugo Hernández Alfaro, integrante de la Comisión de Transparencia. 





		DOCUMENTOS:

		· Minuta de la sesión ordinaria del mes de enero 

   



		· DISCUSIÓN:

		I.	Aprobación del acta de la sesión ordinaria realizada el 18 de enero de 2022.









Documento fue remitido adjunto a la agenda de la reunión. 



Acuerdo: Se aprueba el acta de la sesión ordinaria realizada el 18 de enero  de 2022. Acuerdo unánime y declarado firme.





II.	 Conformación de grupo de trabajo para revisión del reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial.

 



[image: ]





Los antecedentes fueron remitidos anexos a la agenda de la reunión. 





Magistrada Patricia Solano expone la propuesta con base en los documentos adjuntos. Se analizó por parte de los integrantes la situación actual del Reglamento. 





Acuerdo:   Los integrantes de la Comisión analizaron que la regulación a la fecha es adecuada, dado que contempla las normas suficientes y que no se vislumbra debilidades normativas que ameriten, en este momento, la revisión del mismo. 





Comentarios: Se señaló como recomendable gestionar el Reglamento de la Oficina de Cumplimiento.  







III.	Presentación del Módulo de Conflictos de Interés del Curso de Deontología Jurídica del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. A cargo del Msc. Hugo Hernández Alfaro, integrante de la Comisión de Transparencia.





Magistrada Patricia Solano expone la importancia del enlace con el Colegio de Abogados, a efectos de dar a conocer por medio del Curso de Deontología Jurídica del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, el Reglamento  denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial. 





El Magitrado Sanchéz propone que este tema de introduzca en el curso de Pre Jubilados del Poder Judicial. 





ACUERDO: Se aprueba acoger la propuesta del Magistrado Sánchez, tendiente a que se incorpore en el curso de Pre Jubilados del Poder Judicial  el tema ateniente a conflictos de interés. Se delega en la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial el trámite de la gestión ante la oficina de Gestión Humana correspondiente. Acuerdo unánime y declarado firme. 

Finaliza la actividad a las 16:00 horas. 
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			                                        PODER JUDICIAL


                               REPÚBLICA DE COSTA RICA


COMISIÓN DE TRANSPARENCIA Y ANTICORRUPCIÓN








Oficio N° 008-CT-2021





San José, 24 de junio de 2021





Señora


Silvia Navarro Romanini


Secretaria de la Corte Suprema de Justicia


Poder Judicial 


S.      D. 





Estimada señora, reciba un respetuoso saludo.





	En mi condición de Magistrada Coordinadora de la Comisión de Transparencia, le informo que en sesión virtual del día de hoy 24 de junio de 2021, los Magistrados presentes Jorge Araya, Damaris Vargas y mi persona, tomamos el siguiente acuerdo: “Que la Comisión de Transparencia, en asocio con la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial, se avoque la revisión del reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial”, con la finalidad  de proponer las reformas que se estimen necesarias para actualizarlo y complementarlo. Trasládese a Corte Plena el presente acuerdo para su conocimiento y aprobación.” 





	En virtud de lo anterior, solicito se ponga en conocimiento de Corte Plena el acuerdo anteriormente detallado, para su discusión y aprobación. 





	Se aclara que el Magistrado Luis Porfirio Sánchez no participó de la sesión por encontrarse de vacaciones. 





	Sin otro particular: 








Patricia Solano Castro


Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia


Coordinadora de la Comisión de Transparencia


Poder Judicial








c:	Archivo
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			COMISIÓN DE TRANSPARENCIA


PODER JUDICIAL DE COSTA RICA





			SESIÓN ORDINARIA MES DE ENERO





			I.                  INFORMACION GENERAL DE LA REUNION:





			FECHA


			LUGAR


			HORA INICIO


			HORA FINAL





			18 de enero de 2022


			Virtual, plataforma Teams


			14:30 horas


			15:00 horas





			ASISTENTES 


			


Comisión de Transparencia 


· Magistrada Patricia Solano Castro, Sala Tercera, quien preside


· Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Sala Segunda 


· Magistrado Jorge Araya García, Sala Constitucional


· Sra. Sara Arce Moya, Fiscal Subrogante


· Sr. Gerald Campos Valverde, Sub Director del Organismo de Investigación Judicial


· Sr.  Jason Alfaro Carballo, Tribunal de la Inspección Fiscal


· Sr. Hugo Hernández Alfaro, Jefe de la Oficina de Control Interno. 


· Sr. Allan Pow Hing Cordero, Dirección de Planificación.


· Sra. Dinorah Álvarez Acosta, Consejo Superior


· Sr. Juan Carlos Pérez Murillo, Defensa Pública


· Sra. Siria Carmona, Tribunal de la Inspección Fiscal. 





Oficina de Cumplimiento 


· Sra. Kenia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento 


· Sra. Catalina Blanco Sánchez


· Sr. Randall Zúñiga Palacios





Ausente: 


· Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Sala Primera, por encontrarse atendiendo la sesión ordinaria de la Comisión de la Jurisdicción Civil 








			





AGENDA:





			Artículos:





I. Aprobación del acta de la sesión ordinaria realizada el 16 de diciembre de 2021.


II. Aprobación de los objetivos propuestos para el Plan Anual Operativo 2023, de la Comisión de Transparencia. 


III. Actualización Política Anticorrupción del Poder Judicial. 








			DOCUMENTOS:


			· Minuta de la sesión ordinaria del mes de diciembre 


   





			· DISCUSIÓN:


			I.	Aprobación del acta de la sesión ordinaria realizada el 16 de diciembre de 2021.














Documento fue remitido adjunto a la agenda de la reunión. 





Acuerdo: Se aprueba el acta de la sesión ordinaria realizada el 16 de diciembre de 2021. Acuerdo unánime y declarado firme








II.	Aprobación de los objetivos propuestos para el Plan Anual Operativo 2023, de la Comisión de Transparencia. 














La propuesta fue remitida anexa a la agenda de la reunión. 


Magistrada Patricia Solano informa que es necesario que la Comisión apruebe la propuesta de previo a ser incluida en el Plan Anual Operativo del año 2023. 





Acuerdo:  Se aprueban los objetivos propuestos para el Plan Anual Operativo 2023, de la Comisión de Transparencia.  Acuerdo unánime y declarado firme. 





III.	Actualización Política Anticorrupción del Poder Judicial.





Oficial de cumplimiento hizo exposición de la propuesta. Se refiere a la metodología aplicada, propiamente talleres, entrevistas entre otros, lo que permitió tener conocimiento de la noción institucional sobre el fenómeno de la corrupción. Detalla que se ha logrado llegar a coincidencias en la mayoría de las propuestas por parte de los sectores consultados. Todos los sectores tienen conocimiento sobre la situación que se está presentando en la institución y presentan muchas propuestas de mejoras. 


Agrega que la matriz del plan de acción que pone en “blanco y negro” las metas estratégicas y objetivos, así como las oficinas vinculadas. También recoge todas las propuestas que se hicieron y que fueron atinentes. A los gremios se les tomó en cuenta y con los que participaron se tuvo actividad provechosa. Los gremios aportan soluciones para esta problemática. 


Indica que el plan de acción que es la última parte y establece acciones específicas para dar contenido a las metas. Lo que sigue es poner en conocimiento de las oficinas el documento y seguir con el trámite. Las oficinas formaron parte de los talleres. 





ACUERDO: Se aprueba la propuesta de Política Anticorrupción y se comisiona a la Oficina de Cumplimiento para que remita el plan de acción a las oficinas vinculadas con su seguimiento. Acuerdo unánime y declarado firme. 


Magistrado Luis Porfirio Sánchez recuerda que antes de su remisión a Corte se debe dar audiencia a gremios. 


Sra. Sara Arce informó que en el Consejo Fiscal número 8 del año pasado inició la conformación de comisiones y en el próximo se define la comisión que se instaurará dentro del consejo fiscal para tratar temas de corrupción. 


Finaliza la actividad a las 15:00 horas. 
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Objetivos propuestos para el Plan Anual Operativo 2023, de la Comisión de Transparencia.







				OBJETIVO



				META







				



1. Conocer, analizar y emitir observaciones con relación al avance de las acciones del proyecto de reducción de las brechas de riesgo en torno a la prevención y control de la corrupción, el fraude y las faltas a la ética y probidad, coordinado por la Oficina de Cumplimiento.



















                                                   







				0. Meta: Que al 31 de diciembre de 2023 se haya conocido, analizado y pronunciado sobre el informe, presentado por la Oficina de Cumplimiento y oficinas encargadas, sobre los resultados de las acciones y avances del proyecto de cooperación reducción de las brechas de riesgo.







Indicador: Informe conocido y analizado. 







Actividades: 1. Revisar el informe el informe presentado. 2. Emitir observaciones y recomendaciones sobre el informe presentado.  3. Pronunciarse y dar visto bueno sobre el informe presentado.  











				2 - Conocer, analizar y emitir lineamientos con relación al informe sobre el avance de la elaboración de la Política Anticorrupción del Poder Judicial, aprobada por Corte Plena en sesión 50-2020, artículo XVI.                          











				Meta: 



Que al 31 diciembre de 2023 se haya conocido, analizado y pronunciado sobre el informe del avance de la Política Anticorrupción.







Indicador: Informes conocidos y aprobados. 



Actividades: 



1. Revisar los informes presentados. 



2. Emitir observaciones y recomendaciones sobre los informes presentados. 



3. Pronunciarse y dar visto bueno sobre los informes presentados. 
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				COMISIÓN DE TRANSPARENCIA



PODER JUDICIAL DE COSTA RICA







				SESIÓN ORDINARIA MES DE DICIEMBRE







				I.                  INFORMACION GENERAL DE LA REUNION:







				FECHA



				LUGAR



				HORA INICIO



				HORA FINAL







				16 de diciembre de 2021



				Virtual, plataforma Teams



				15:00 horas



				15:56 horas







				ASISTENTES 



				



Comisión de Transparencia 



· Magistrada Patricia Solano Castro, Sala Tercera, quien preside



· Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Sala Segunda 



· Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Sala Primera. 



· Sr. Warner Molina Ruiz, Fiscal General de la República



· Sr. Walter Espinoza Espinoza, Director del Organismo de Investigación Judicial



· Sr.  Jason Alfaro Carballo, Tribunal de la Inspección Fiscal



· Sr. Hugo Hernández Alfaro, Jefe de la Oficina de Control Interno. 



· Sra. Nacira Valverde Bermúdez, Directora de la Dirección de Planificación.



· Sra. Dinorah Álvarez Acosta, Consejo Superior







Oficina de Cumplimiento 



· Sra. Kenia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento 



· Sra. Catalina Blanco Sánchez 



· Sr. Randall Zúñiga Palacios







Ausente: 



· Magistrado Jorge Araya García, Sala Constitucional, quien se encontraba atendiendo sesión de votación.  



· Magistrada Damaris Vargas Vásquez, quien se encontraba atendiendo asuntos propios de sus funciones. 



· Sra. Siria Carmona Castro, quien igualmente se encontraba atendiendo cuestiones propias de sus funciones. En su lugar se hizo presente el Sr. Jason Alfaro. 







				







AGENDA:







				Artículos:







I. Aprobación del acta de la sesión ordinaria, realizada el 26 de octubre de 2021.



II. Informe ejecutivo de labores de la Oficina de Cumplimiento.



III. Presentación del simulador de conflictos de interés



IV. Propuesta de cronograma de reuniones para el primer semestre del año 2022







				DOCUMENTOS:



				· Minuta de la sesión ordinaria del mes de octubre  



   







				· DISCUSIÓN:



				I.	Aprobación del acta de la sesión ordinaria, realizada el 26 de octubre de 2021.







El documento fue remitido vía correo electrónico inserto en la agenda, para su respectiva revisión por parte de los integrantes de la Comisión de Transparencia. 







Acuerdo: Se aprueba el acta de la sesión ordinaria realizada el 26 de octubre de 2021. Acuerdo unánime y declarado firme







II.	Informe ejecutivo de labores de la Oficina de Cumplimiento.







M. Sc. Kenia Alvarado Villalobos presentó informe de las labores efectuadas por la Oficina de Cumplimiento para el año 2022. Para tales efectos se hizo uso de recurso audiovisual. 







Acuerdo: se tiene por rendido informe de labores de la Oficina de Cumplimiento.  Acuerdo unánime y declarado firme







III.	Presentación del simulador de conflictos de interés







M. Sc. Kenia Alvarado Villalobos presentó el “Simulador de Conflicto de Interés”, el cual se encuentra a disposición de las jefaturas y de la población judicial, con el fin de que sea una herramienta orientadora que permita identificar aquellas situaciones que podrían ser generadoras de un conflicto de esta naturaleza. 







Acuerdo: Se toma nota de la presentación efectuada por la Oficial de Cumplimiento. Acuerdo unánime y declarado firme







IV.	Propuesta de cronograma de reuniones para el primer semestre del año 2022 







Magistrada Patricia Solano propone que las reuniones de la Comisión de Transparencia se lleven a cabo el tercer martes de cada mes, siendo el cronograma del primer semestre el siguiente: 







· Martes 18 de enero 15:00 horas



· Martes 15 de febrero 15:00 horas 



· Martes 15 de marzo 15:00 horas 



· Martes 19 de abril 15:00 horas



· Martes 17 de mayo 15:00 horas



· Martes 21 de junio 15:00 horas







Acuerdo: Se aprueba cronograma de reuniones para el primer semenestre del año 2022. Acuerdo unánime y declarado firme
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